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Se abre la sesión a las 10.50 horas.

Aprobación del orden del día

Queda aprobado el orden del día.

Tribunal Internacional para el enjuiciamiento de los
presuntos responsables de las violaciones graves del
derecho internacional humanitario cometidas en el
territorio de la ex Yugoslavia desde 1991

Tribunal Penal Internacional para el enjuiciamiento
de los presuntos responsables de genocidio y otras
violaciones graves del derecho internacional
humanitario cometidas en el territorio de Rwanda y
de los ciudadanos rwandeses presuntamente
responsables de genocidio y otras violaciones de esa
naturaleza cometidas en el territorio de Estados
vecinos entre el 1º de enero y el 31 de diciembre
de 1994

El Presidente (habla en inglés): De conformidad
con el entendimiento alcanzado en las consultas previas
del Consejo, entiendo que el Consejo de Seguridad de-
cide cursar una invitación en virtud del artículo 39 de
su reglamento provisional al Magistrado Claude Jorda,
Presidente del Tribunal Internacional para el enjuicia-
miento de los presuntos responsables de las violaciones
graves del derecho internacional humanitario cometi-
das en el territorio de la ex Yugoslavia desde 1991.

Así queda acordado.

Doy la bienvenida al Magistrado Jorda y lo invito
a tomar asiento a la mesa del Consejo.

De conformidad con el entendimiento alcanzado
en las consultas previas del Consejo, entiendo que el
Consejo de Seguridad decide cursar una invitación en
virtud del artículo 39 de su reglamento provisional a la
Magistrada Navanethem Pillay, Presidenta del Tribunal
Penal Internacional para el enjuiciamiento de los pre-
suntos responsables de genocidio y otras violaciones
graves del derecho internacional humanitario cometi-
das en el territorio de Rwanda y de los ciudadanos
rwandeses presuntamente responsables de genocidio y
otras violaciones de esa naturaleza cometidas en el te-
rritorio de Estados vecinos entre el 1º de enero y el 31
de diciembre de 1994.

Así queda acordado.

Doy la bienvenida a la Magistrada Pillay y la in-
vito a tomar asiento a la mesa del Consejo.

De conformidad con el entendimiento alcanzado
en las consultas previas del Consejo, entiendo que el
Consejo de Seguridad decide cursar una invitación en
virtud del artículo 39 de su reglamento provisional a la
Sra. Carla Del Ponte, Fiscal del Tribunal Internacional
para el enjuiciamiento de los presuntos responsables de
las violaciones graves del derecho internacional huma-
nitario cometidas en el territorio de la ex Yugoslavia
desde 1991 y del Tribunal Penal Internacional para el
enjuiciamiento de los presuntos responsables de geno-
cidio y otras violaciones graves del derecho internacio-
nal humanitario cometidas en el territorio de Rwanda y
de los ciudadanos rwandeses presuntamente responsa-
bles del genocidio y otras violaciones de esa naturaleza
cometidas en el territorio de Estados vecinos entre el
10 de enero y el 31 de diciembre de 1994.

Así queda acordado.

Doy la bienvenida a la Sra. Del Ponte y la invito a
tomar asiento a la mesa del Consejo.

El Consejo de Seguridad comenzará ahora el
examen del tema que figura en el orden del día. El
Consejo de Seguridad se reúne de conformidad con el
entendimiento alcanzado en sus consultas previas. En
esta sesión el Consejo de Seguridad escuchará las ex-
posiciones informativas de los Presidentes y de la Fis-
cal de los Tribunales Internacionales para la ex Yugos-
lavia y para Rwanda.

Doy la palabra al Magistrado Jorda, Presidente
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia,
a quien el Consejo de Seguridad decidió cursar una in-
vitación de conformidad con el artículo 39 de su re-
glamento provisional, para que formule su exposición
informativa al Consejo.

Sr. Jorda (habla en francés): Sr. Presidente: Para
mí constituye un gran honor poder referirme a la situa-
ción del Tribunal por segunda vez en menos de cinco
meses. Deseo expresar pues mi profundo agradeci-
miento por todo el interés que el Consejo ha demostra-
do en los trabajos que realizamos en La Haya.

En mi opinión, la presencia a mi lado de la Presi-
denta del Tribunal Penal Internacional para Rwanda,
Magistrada Pillay, y de la Fiscal Del Ponte reviste un
carácter simbólico y de especial importancia. Los re-
presentantes de los Tribunales Penales Internacionales,
creados hace más de 50 años después de Nuremberg,
nos reunimos por primera vez los tres ante el Consejo
para rendirle cuenta acerca de nuestro trabajo. Nuestras
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exposiciones respectivas deberán brindarle al Consejo
un panorama general de las actividades judiciales de
los dos Tribunales, las cuales, debemos recalcar, no de-
ben disociarse de la política penal de la Fiscal.

Ayer presenté el informe anual del Tribunal ante
todos los miembros de la Asamblea General. Hoy de-
seo insistir en dos aspectos del informe que, a mi jui-
cio, son de particular actualidad. Ante todo, si quere-
mos cumplir nuestra misión en un plazo breve y lograr
que la reforma emprendida en junio pasado, gracias al
respaldo y a la autoridad otorgados por el Consejo de
Seguridad, brinde todos sus frutos, debemos acompa-
ñarla de nuevas iniciativas en el plano interno. Luego,
como ya lo hicieron mis predecesores ante el Consejo,
deseo destacar la importancia que reviste la coopera-
ción de todos los Estados en la realización de nuestro
mandato.

En primer lugar, me referiré a las reformas del
funcionamiento y de las estructuras del Tribunal. En
junio pasado mis colegas y yo presentamos un proyecto
de reforma. En esa ocasión opinamos �opinión que
seguimos manteniendo� que si no se hacían cambios
no podíamos esperar cumplir nuestro mandato antes del
año 2016 �sin considerar la duración de las apelacio-
nes� es decir, dentro de más de 15 años a partir de
ahora. Señalamos a la atención del Consejo el hecho de
que esta situación corría el riesgo de comprometer el
cumplimiento de nuestra misión que �es necesario re-
cordar aquí� es provisional y debe permitir que se
restablezca una paz duradera en los Balcanes. Asimis-
mo subrayamos el riesgo de que se viese amenazado el
derecho fundamental del acusado a ser juzgado sin ex-
cesivas demoras, lo que ya se prolonga por la duración
actual de las detenciones preventivas. Insistimos en-
tonces �y seguimos insistiendo ahora� en el costo fi-
nanciero que revestía para las Naciones Unidas una si-
tuación como esta. Y más fundamentalmente �y sé
que el Consejo es particularmente sensible a esto�
hemos señalado los peligros que representa una situa-
ción como la que he descrito �es decir, una situación
sin cambios� para la credibilidad de la justicia inter-
nacional, la que es más que necesario garantizar a fin
de que los Estados ratifiquen el tratado que instituya la
futura Corte Penal Internacional.

Para remediar esta situación �es decir, cumplir
nuestro mandato antes de 2007 en lugar de 2016, o sea
unos 10 años antes� propusimos una medida, una se-
rie de soluciones pragmáticas y flexibles, a fin de que
se pudiera adaptar a las necesidades futuras del Tribu-

nal, fundamentalmente las que generarán las próximas
detenciones y acusaciones. A nuestro juicio, esta solu-
ción presenta también la ventaja de ser menos costosa a
largo plazo. Como el Consejo sabe, consiste en crear
un grupo de reserva de magistrados ad litem proceden-
tes de todos los Estados Miembros que, en el momento
oportuno, sería llamado a pronunciarse sobre casos
concretos. Pero además sugerimos que esta propuesta
se acompañara de una aceleración de la etapa de dili-
gencias previas al juicio, cuya responsabilidad recaería
en su mayor parte en juristas calificados �bajo la au-
toridad de los magistrados, por supuesto�, lo cual
permitiría a los magistrados consagrarse enteramente a
juzgar los casos. Todavía nos estamos esforzando para
aplicar esta segunda medida.

En junio, en el transcurso de mi exposición ante
el Consejo, expresé el deseo de que las reformas se
emprendiesen de forma rápida y propuse que el Tribu-
nal cooperara estrechamente al respecto. Le quedo par-
ticularmente agradecido al Consejo por haber consti-
tuido rápidamente un grupo de trabajo para examinar
nuestras propuestas y por haber aceptado recibir a los
representantes del Tribunal. El grupo se reunió en va-
rias oportunidades, y todo indica que ya es posible ob-
tener un consenso. Huelga decir que si esta reforma se
encuentra en pleno funcionamiento en 2001, nuestras
labores se verían enormemente facilitadas. Claramente,
le estoy solicitando al Consejo que dé prioridad a esto.

Sin embargo, como subrayé ayer ante la Asam-
blea General, mis colegas y yo somos conscientes de
que estas soluciones no darán resultados plenos si no
van acompañadas de otras reformas en el plano interno,
reformas que �le garantizo al Consejo� no exigirán
del Consejo movilizar recursos suplementarios. Así,
nos orientamos en las siguientes direcciones. Primero,
modificar, para que sean más eficaces, las reglas de
administración y de presentación de pruebas a fin de
abordar una de las causas más importantes de las de-
moras. Luego, debemos reforzar las facultades de con-
trol de los magistrados sobre el desarrollo del procedi-
miento con el objeto de acelerar el juicio de los acusa-
dos, respetando, por supuesto, las exigencias de un
proceso justo, pero fundamentalmente con el deseo de
evitar todo tipo de táctica dilatoria, independiente-
mente de cuál sea su origen.

Por último, dentro de algunas semanas también
propondré a mis colegas, la Fiscal y el Secretario,
nuevas medidas que permitan a los órganos del Tribu-
nal �es decir, las Salas, el Presidente, la Fiscal y el
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Secretario� determinar en forma concertada sus prio-
ridades judiciales a más largo plazo y colaborar
más estrechamente para su logro en el plazo más breve
posible.

¿Por qué? Porque estoy convencido de que todas
esas reformas, de cuya necesidad sé que ustedes tam-
bién están convencidos, suponen, para que tengan ple-
no efecto, que el conjunto de los órganos del Tribunal
�y fundamentalmente la Secretaría y la Administra-
ción� actúen para lograrlas, de forma coordinada y
con el deseo permanente de administrar de la mejor
forma posible los recursos que ustedes nos proporcio-
nan. Es decir, a fin de cuentas, que obren fundamen-
talmente en interés de la justicia.

Paso ahora a referirme a mi segundo punto. Por
cierto, se trata de un tema recurrente al que mis prede-
cesores se han referido frecuentemente e incluso en
forma regular en este Salón. Se trata de la cooperación
de los Estados para el arresto de los acusados y la reu-
nión de pruebas.

La situación del Tribunal ha mejorado mucho en lo
que se refiere a las detenciones y a la transmisión de
elementos de prueba. De los 65 acusados, 38 están dete-
nidos actualmente en La Haya. Trece de ellos fueron
detenidos en el curso del año pasado, y también se han
enviado al Tribunal numerosos documentos. Este progre-
so es principalmente el resultado del aumento de la cola-
boración de todos los Estados Miembros �de la que
estoy agradecido� que, por medio de las organizaciones
internacionales, y más específicamente de la Fuerza de
Estabilización y de la Fuerza de Kosovo, cooperan cada
vez más con respecto al cumplimiento cabal de nuestro
mandato. Se debe también a la cooperación cada vez
mayor de la República de Bosnia y Herzegovina y, en
fecha más reciente, de la República de Croacia. Porque,
como sabe el Consejo, el Tribunal no cuenta con efecti-
vos de policía que impongan sus decisiones y debe con-
tar con el apoyo inquebrantable de los Estados de la co-
munidad internacional.

Todos consideramos que los cambios políticos
que se han producido en los Balcanes permiten, a este
respecto, abrigar nuevas esperanzas. El surgimiento de
un poder democrático en Croacia refleja, en efecto, la
voluntad del pueblo croata de dejar atrás los dolorosos
acontecimientos que soportó. Asimismo, el retorno de
la democracia a la República Federativa de Yugoslavia,
así como la reintegración de ese Estado al seno de la
comunidad de naciones, dan fe de la intención de la

población yugoslava de poner fin a los años recientes
de guerra.

Se trata de acontecimientos de envergadura que,
sin duda, todos acogemos con beneplácito y que ade-
más nos permiten abrigar la esperanza de que los Esta-
dos de los Balcanes respeten íntegramente sus com-
promisos internacionales y cooperen estrechamente en
el cumplimiento de nuestra misión.

¿Han terminado nuestras preocupaciones? No lo
creo. No debemos olvidar �y este es el mensaje que
yo quisiera transmitir en este Salón� que los más altos
responsables políticos y militares se encuentran aún en
libertad. Son precisamente y ante todo estos acusados,
los dirigentes políticos y militares de alto nivel, los que
deben ser juzgados de forma prioritaria por un tribunal
internacional que sea garante de la paz y la seguridad
de la humanidad, ya que, evidentemente, son princi-
palmente estos individuos los que están poniendo en
grave peligro el orden público internacional del que
nosotros somos guardianes.

Insto pues al Consejo de Seguridad a que haga
uso de toda su influencia sobre los Estados Miembros y
más especialmente sobre los sucesores de la ex Yugos-
lavia, para que detengan y sometan al Tribunal a todos
los acusados que se encuentren en su territorio. Es in-
dispensable actuar con rapidez ya que, como sabemos y
comprobamos, el nacionalismo más virulento siempre
está presente y hace correr el riesgo de comprometer el
exigente y en ocasiones doloroso ejercicio de la justi-
cia, esta justicia sin la cual no podría lograrse una paz
profundamente arraigada y duradera en los Balcanes.
Esto fue expresado ampliamente ayer ante la Asamblea
General.

Como han hecho mis predecesores, no vacilaré en
informar al Consejo sobre todo incumplimiento grave
de la obligación de cooperar con el Tribunal, cualquie-
ra sea el Estado afectado. Por supuesto, tampoco dejaré
de informarle sobre todas las medidas adoptadas de
buena fe por los Estados para remediar estas deficien-
cias de cooperación.

Estoy muy agradecido por el apoyo constante del
Consejo a nuestra labor y doy las gracias a los miem-
bros por la atención que me han prestado.

El Presidente (habla en inglés): Doy la palabra
a la Magistrada Pillay, Presidenta del Tribunal Penal
Internacional para Rwanda, a quien el Consejo ha
invitado, de conformidad con el artículo 39 de su
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reglamento provisional, con el objeto de que informe al
Consejo.

Sra. Pillay (habla en inglés): Sr. Presidente: En
nombre de los magistrados de Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda le agradezco muy cordialmente su
invitación. Esta es una ocasión histórica para el Tribu-
nal. A pesar de nuestra obligación estatutaria de venir e
informar al Consejo, esta es en realidad la primera vez
que lo estamos haciendo. Si ello fue un descuido de
nuestra parte pedimos disculpas y en efecto apreciamos
esta invitación.

La observación que formulé ayer en mi declara-
ción ante la Asamblea General fue que, en términos
generales, el último año transcurrido ha sido un año di-
námico en el Tribunal y que la jurisprudencia que está
produciendo está haciendo una importante contribución
a la realización de la imagen de respeto del imperio del
derecho en el plano internacional.

En cuanto a lo logrado en el primer año de nues-
tro segundo mandato, hemos pronunciado tres senten-
cias. Una fue en un caso en que se declaró culpable el
nacional belga Georges Ruggiu; las otras fueron con-
denas por genocidio y penas de reclusión a perpetui-
dad. Un juicio está en curso y ha terminado, pero la
sentencia está aún en proceso de deliberación.

En el período que se examina, las tres Salas de
Primera Instancia estuvieron deliberando y dictami-
nando en 223 peticiones previas al juicio en diversos
casos, muchas de las cuales son acusaciones y juicios
múltiples que comprenden a 33 personas acusadas.
Menciono esta cifra para aclarar lo que percibimos co-
mo interrogantes sobre la razón por la cual no hemos
utilizado suficientemente las salas de los tribunales.
Ahora bien, como saben los miembros, de conformidad
con el artículo 20 del Estatuto, los derechos del acusa-
do deben respetarse y debemos escuchar cada una de
esas peticiones y responder a ellas. Estas tienen que ver
con enmiendas y objeciones a la acusación, la acumu-
lación o separación de juicios y medidas de protección
de los testigos. En otras palabras, todos los procedi-
mientos previos al juicio que nos permiten estar prepa-
rados para los juicios propiamente dichos. También
hemos tenido comparecencias iniciales de nuevos acu-
sados, así como casos de acusados cuyas instrucciones
de cargos han sido enmendadas.

En este período la Sala de Apelaciones ha reducido
de manera significativa los casos pendientes. De hecho,
han tomado decisiones en 24 de 34 apelaciones interlo-

cutorias. Menciono este factor porque, junto con las mo-
ciones pendientes, las apelaciones interlocutorias inte-
rrumpían o suspendían el procedimiento de los juicios.

La decisión de la Sala de Apelaciones, de 31 de
marzo de 2000, que revisó el caso del Fiscal contra
John Bosco Barayagwiza, puso de relieve muchos de
los problemas que enfrentan los tribunales, incluida la
pronta cooperación de los Estados Miembros para la
extradición de los sospechosos acusados al Tribunal.
En ese caso particular, lo que preocupaba al tribunal
era que las demoras en la cooperación de parte de un
Estado Miembro pudo haber contribuido a una viola-
ción de los derechos del acusado.

Otros problemas son el nombramiento de aboga-
dos para los acusados indigentes. Me complace señalar
que la opinión de la Sala de Apelaciones es que los
acusados indigentes no tienen derecho a elegir a su
abogado. Menciono ese hecho porque se han planteado
preguntas sobre el gran porcentaje del presupuesto que
se dedica a cubrir el costo de la defensa de las personas
acusadas. Otros factores son los efectos del descubri-
miento de hechos adicionales que se conocen después
de confirmadas las acusaciones. Estas cuestiones fun-
damentales, entre otras, las trató la Sala de Apelaciones
y no solamente dieron autoridad y orientación a las
Salas de Primera Instancia, sino que formaron la base
para una nueva legislación que tendrá influencia sobre
el desarrollo de la jurisprudencia internacional. Pero
para los fines inmediatos de las Salas de Primera Ins-
tancia el efecto es que ahora podemos llevar adelante
los juicios. Por ejemplo, no podíamos proseguir el jui-
cio en el que había pendiente una apelación interlocu-
toria acerca de si habíamos ordenado correctamente un
juicio conjunto de varios acusados.

El primer año de nuestro segundo mandato se
puede caracterizar como un período de intensos esfuer-
zos jurídicos por parte de las Salas de Primera Instan-
cia y la Sala de Apelación para resolver todas las peti-
ciones previas a los juicios y las apelaciones interlo-
cutorias que procedían del mandato anterior. La conse-
cuencia de esta labor previa al juicio es que ahora po-
demos programar la labor para el año 2001.

Con respecto a la utilización de las salas de au-
diencia, como ya he señalado, las Salas de Primera
Instancia estaban examinando gran número de peticio-
nes previas al juicio. En el pasado, las peticiones pre-
vias al juicio se resolvían en las salas de audiencias y
eso requería la asistencia del personal del tribunal y



6 n0075594.doc

S/PV.4229

abogados de la fiscalía y de la defensa que participaban
en el procedimiento.

Los magistrados han modificado las Reglas de
Procedimiento y Prueba para permitir que estas peti-
ciones se examinen solamente en base a los informes
presentados por las partes en lugar de tener que cele-
brar una audiencia pública.

Como resultado de la modificación de esta norma
se podrán examinar las peticiones previas al juicio de
manera más rápida dado que ya no existe la necesidad
de planificar las audiencias sobre estos temas de acuer-
do a la disponibilidad de abogados defensores. En
cuanto a nuestro Tribunal, el factor que incide en
nuestra labor es que casi todos los abogados defensores
tienen sus oficinas lejos del Tribunal y deben viajar en
avión a expensas del Tribunal.

La mayoría de estas peticiones se presentaron
después de la nueva modificación y se han decidido en
base al informe presentado y ello ha reducido el
número de días en que necesitamos usar las salas de
audiencias.

El uso de las salas de audiencias se redujo aún
más cuando las fechas que habían previsto los magis-
trados no se utilizaron porque los juicios no habían
comenzado como se había previsto en un principio.
Ello se debía a que los documentos del Tribunal no se
habían traducido a tiempo y no se había puesto a dispo-
sición de la defensa toda la documentación del juicio.

Y aquí quisiera citar como ejemplo el caso que ha
sido llamado �El caso de los medios de comunicación�,
en el que están involucrados tres acusados. Original-
mente mi Sala había previsto este juicio para el 29 de
mayo de 2000, se trasladó al 5 de junio de 2000, se
cambió nuevamente al 18 de septiembre y, posterior-
mente, la audiencia comenzó el 23 de octubre. El moti-
vo radica en las dificultades que tiene la Secretaría para
proporcionar los servicios necesarios de traducción y
de apoyo a la gestión del Tribunal. Este es un ejemplo
de procedimientos administrativos que los magistrados
no controlan, pero que acaban demorando nuestros
procedimientos, y en ciertos casos no pudimos comen-
zar los juicios debido a apelaciones interlocutorias
pendientes.

Por ese motivo, durante el año transcurrido, los
nueve magistrados de la Sala de Primera Instancia y los
cinco magistrados de la Sala de Apelaciones han tra-
bajado en estrecha colaboración para buscar soluciones

a los retrasos aparentes en el comienzo del juicio. Pu-
dimos convocar tres sesiones plenarias con la asisten-
cia de los 14 magistrados. La sesiones se celebraron en
Arusha, y analizamos cuestiones judiciales y de políti-
ca relativas al Tribunal Internacional para Rwanda y
revisamos las normas con el fin de acelerar el procedi-
miento y, por primera vez, nuestros dos Tribunales pu-
dieron reunirse en el Reino Unido, gracias al Gobierno
británico y a la Oficina de Asuntos Jurídicos que tomó
la iniciativa de organizar el seminario.

En general, diría que ha sido un año dinámico pa-
ra nosotros y la consecuencia positiva de todos los es-
fuerzos judiciales, administrativos y procesales de los
últimos años ha sido preparar el terreno para que se
celebren juicios sin interrupciones.

Además de los tres juicios que comenzaron este
año y que continuarán el próximo año, hemos progra-
mado nuevos juicios para los primeros seis meses del
año entrante, entre los que se incluyen los juicios de
por lo menos 13 personas involucradas en los casos
gubernamentales, los casos militares y en zonas como
Butare.

Por lo tanto quisiera asegurar al Consejo que el
Tribunal Internacional para Rwanda está decidido a ha-
cer todo lo posible para concluir los casos de las
35 personas pendientes de juicio en el plazo del man-
dato, y consideramos que es una posibilidad razonable.
Naturalmente, en estos momentos no podemos prever
el número de nuevos sospechosos que podrían ser acu-
sados. Creo que se trata de un tema que abordará la
Fiscal.

Apoyamos la solicitud que hizo la Sala de Apela-
ciones en el sentido de que se añadieran dos magistra-
dos para hacer frente al exceso de trabajo y, en la se-
sión plenaria de 18 de febrero de 2000, los magistrados
apoyaron unánimemente las recomendaciones del Gru-
po de Expertos para que se amplíe la Sala de Apelacio-
nes que presta servicios a los dos Tribunales. También
se convino que los dos nuevos magistrados serían ele-
gidos entre el grupo de magistrados actuales del Tribu-
nal Internacional para Rwanda, quienes posteriormente
prestarán servicios en La Haya como miembros de la
Sala de Apelaciones.

Los magistrados y el Secretario han resuelto o
están tratando de resolver muchos de los problemas lo-
gísticos y administrativos que en el pasado se destaca-
ron como causas de demoras en el desarrollo de los jui-
cios. Sin embargo, los magistrados siguen insistiendo
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en que las funciones judiciales del Tribunal deben ser
el elemento esencial para la administración de servicios
y recursos.

Hemos llegado a una etapa crítica en la que se
iniciarán juicios el próximo año y harán falta mayores
recursos y personal para preparar los fallos. A este res-
pecto, destacamos con agradecimiento los esfuerzos
que ha realizado el Secretario General en lo que res-
pecta a la cooperación y la ayuda que nos ha brindado.
Principalmente nos ha enviado un asesor judicial que
ha elaborado un proyecto sobre lo que necesitaremos
para funcionar de manera más expedita.

También nos hemos dirigido al Consejo en rela-
ción con el tema de la indemnización en casos de erro-
res de la justicia, ya que el Tribunal Internacional para
Rwanda también desea demostrar que acata las obliga-
ciones internacionales en este sentido. En cuanto a la
indemnización para las víctimas de atrocidades en
Rwanda, los magistrados se solidarizan con su difícil
situación, pero opinan que no es un asunto que esté in-
cluido en el mandato del Tribunal Internacional para
Rwanda.

También se nos han formulado preguntas sobre la
posibilidad de celebrar juicios en Rwanda y la opinión
de los magistrados es que actuamos de acuerdo con el
Estatuto, que determina que la sede del Tribunal se en-
cuentra en Arusha, Tanzanía. Cuando es necesario po-
demos celebrar sesiones en otros lugares, pero esta se-
ría una decisión de la Sala de Primera Instancia. Fun-
damentalmente se trata de una decisión del Consejo en
cuanto a estudiar si hay que enmendar el Estatuto en lo
que concierne al traslado de la sede del Tribunal. Una
vez más los magistrados se solidarizan con las opinio-
nes de los rwandeses que desean que se administre jus-
ticia de manera visible en su presencia.

Finalmente deseo expresar nuestro profundo
agradecimiento a los Estados Miembros, al Gobierno
de Rwanda y al Gobierno de Tanzanía por su coopera-
ción, como también a los Estados Miembros que han
transferido a nuestra custodia a 45 personas, muchas de
las cuales son integrantes del ex gobierno provisional
de Rwanda.

El panorama de nuestro progreso y nuestros jui-
cios es diferente al descrito por mi colega, el Magistra-
do Jorda. Debemos esto principalmente al hecho de que
hemos tenido la cooperación de los Estados.

El Presidente (habla en inglés): Agradezco a la
Magistrada Pillay su información.

Doy la palabra a la Sra. Carla Del Ponte, Fiscal
del Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia y del
Tribunal Penal Internacional para Rwanda, a quien el
Consejo le ha extendido una invitación en virtud del
artículo 39 de su reglamento provisional, con el propó-
sito de que informe al Consejo.

Sra. Del Ponte (habla en inglés): Una vez más
tengo el honor de presentarme ante el Consejo para in-
formar sobre la labor de la Oficina del Fiscal para
Rwanda y para la ex Yugoslavia. Desde que me dirigí
por última vez al Consejo han tenido lugar importantes
acontecimientos en ambos Tribunales.

En los últimos meses he pasado un tiempo consi-
derable en Arusha y Kigali por motivos vinculados con
el Tribunal Penal Internacional para Rwanda. En ese
Tribunal acabamos de atravesar un difícil período de
reorganización de los expedientes y de preparación de
los casos para ser sometidos a juicio. Una gran canti-
dad de trabajo jurídico y de organización se realizó en-
tre bastidores en las etapas preliminares al juicio de los
casos más importantes. Durante ese tiempo no vimos
muchos procesamientos de la fiscalía en las salas de
audiencia y ese es siempre un motivo de preocupación
para un fiscal, particularmente cuando las personas
acusadas están puestas a disposición judicial. No obs-
tante, me satisface poder informar que algunos de estos
casos importantes ya han comenzado y que la inicia-
ción de otros está prevista para muy pronto en el calen-
dario de la sala, como el Presidente del Tribunal acaba
de informar al Consejo.

En la actualidad, 45 acusados están puestos a dis-
posición judicial. Tres juicios, que involucran a siete
acusados, se están llevando a cabo. Ocho casos adicio-
nales, que involucran a 22 acusados, se encuentran en
la etapa de las diligencias previas al juicio y progresi-
vamente estarán listos para comenzar entre ahora y ju-
nio del año próximo. Entre ellos se encuentran los dos
casos de �gobierno�, que se refieren a ministros de alto
nivel, y el caso �militar�, que involucra a miembros del
ejército de alto rango. En todos estos casos no pudimos
comenzar los juicios hasta que no se llegó a una deci-
sión sobre mociones jurídicas preliminares. Otro de
nuestros casos más importantes, el de los �medios de
información�, comenzó el mes pasado. Este es el pro-
cedimiento en el cual se están presentando pruebas
acerca del supuesto papel central desempeñado por los
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medios de información en el genocidio de Rwanda. Se
reconoce que ese caso abre un nuevo terreno jurídico,
por lo que está atrayendo un gran interés.

Además de la labor de los juicios, el Tribunal ha
escuchado y decidido una serie de apelaciones impor-
tantes. Dos de ellas fueron escuchadas durante mi últi-
mo viaje a Arusha, pero quizás el Consejo esté entera-
do de que poco antes de eso, el ex Primer Ministro Jean
Kambanda no tuvo éxito en la apelación contra su con-
dena y su sentencia a prisión perpetua. Resulta alenta-
dor para mí, como Fiscal, que las condenas que pudi-
mos obtener ante las Salas de Primera Instancia estén
en condiciones de ser sometidas al análisis de los ma-
gistrados de la Sala de Apelaciones. Para mi Oficina,
esto significa que la tarea de someter a la justicia estos
crímenes enormes puede hacerse y se está haciendo de
acuerdo con el necesario y elevado nivel en materia
delictiva.

El Tribunal para Rwanda está ingresando, por
consiguiente, a un período muy intenso en su mandato.
En los próximos meses se verá a figuras muy destaca-
das enfrentar a la justicia. Esos juicios serán los más
serios que el Tribunal tendrá que encarar jamás. Son la
razón por la cual el Tribunal fue creado. Hemos estado
esperando durante meses que estos casos fuesen lleva-
dos a la sala. Ahora veremos por fin en público los re-
sultados de todos los preparativos que hemos hecho.

En el Tribunal para Rwanda, otros casos estarán
también en la misma situación. Nuestra investigación
prosigue y espero firmar cinco nuevas acusaciones im-
portantes en las próximas semanas. Creo que hay bue-
nas perspectivas para varias nuevas detenciones antes
de fin de año. Luego de eso, convertiré en prioridad la
elaboración de un plan a más largo plazo para nuestras
investigaciones, que le presentaré al Presidente del Tri-
bunal como una base para la clase de planificación es-
tratégica orientada hacia el futuro que deseamos con
respecto al mandato del Tribunal para Rwanda. Estoy
de acuerdo en que ahora es el momento propicio para
realizar dicha tarea y creo que hemos alcanzado una
etapa suficientemente avanzada en nuestra recopilación
de información como para hacer que esa tarea resulte
valiosa.

En resumen, podemos esperar un progreso consi-
derable en el Tribunal para Rwanda en los próximos
meses. Pero quiero ver que se logre progreso fuera de
las salas de audiencia y en otros ámbitos. Debemos ha-
cer que nuestro trabajo sea más importante para el pue-

blo de Rwanda. En Kigali se ha abierto un nuevo cen-
tro de información, pero quiero ir más allá. Pediré a las
Salas de Primera Instancia que celebren audiencias en
Rwanda en lugar de hacerlas en Arusha, a fin de que el
pueblo de Rwanda pueda observar en forma directa la
contribución que hace el sistema de justicia internacio-
nal al restablecimiento y al mantenimiento de la paz y
la seguridad. La celebración de vistas del juicio en la
propia Rwanda mejoraría en gran medida el acceso a
los tribunales para los testigos y las víctimas. La situa-
ción en Rwanda ha mejorado considerablemente desde
1994 y nuestras relaciones con el Gobierno han alcan-
zado una etapa en la cual pueden proporcionarse las ga-
rantías adecuadas y contar con ellas para que el Tribu-
nal Penal Internacional celebre los juicios en la propia
Rwanda. En efecto, incluso podría ser posible contem-
plar el traslado de todo el Tribunal a Kigali. Nada de-
mostraría con más fuerza el compromiso de la comuni-
dad internacional con la justicia.

Tampoco debemos olvidar el papel de las vícti-
mas en el proceso judicial. Las voces de los sobrevi-
vientes y de los familiares de aquellos asesinados no
son escuchadas de manera suficiente. Las víctimas casi
no tienen derechos con respecto a la participación en el
juicio, a pesar de que ahora se acepta ampliamente que
debe permitirse que las víctimas la tengan. Esas obser-
vaciones se aplican igualmente al Tribunal para la ex
Yugoslavia, donde la posición de las víctimas no es
mejor y donde los acusados han amasado también for-
tunas personales a expensas de su país y de sus ciuda-
danos. Creo que los magistrados comparten mis opi-
niones en principio, pero no están de acuerdo en asig-
narle al propio Tribunal la tarea de indemnizar a las
víctimas; prefieren crear una comisión de reclamacio-
nes o su equivalente. Es lamentable que el estatuto del
Tribunal no contenga disposiciones en cuanto a la par-
ticipación de las víctimas durante los juicios y contem-
ple sólo normas mínimas con respecto a la indemniza-
ción y la restitución a las personas cuyas vidas han sido
destruidas.

No obstante, mi Oficina está teniendo un éxito
considerable en la ubicación y el congelamiento de
grandes cantidades de dinero de las cuentas personales
de los acusados, dinero que podría ser utilizado muy
adecuadamente por los tribunales para indemnizar a los
ciudadanos que lo merecen. Por lo tanto, debemos dar a
las víctimas el derecho a expresarse y debemos permi-
tir que sus voces se oigan durante los procedimientos.
En caso de una condena, eso crearía una base jurídica
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para que los magistrados decidan la confiscación del
dinero incautado a los acusados. Ese dinero podría em-
plearse para sufragar el costo del procesamiento. Por
ese motivo, respetuosamente sugiero al Consejo que el
sistema actual no alcanza para hacer justicia a los pue-
blos de Rwanda y de la ex Yugoslavia e invito a los
miembros a que examinen seria y urgentemente toda
modificación que puede eliminar esta laguna en nuestro
proceso.

Permítaseme hacer referencia ahora al Tribunal
Internacional para la ex Yugoslavia. En primer término,
deseo dar al Consejo una versión actualizada de nuestra
tarea en Kosovo. Como el Consejo recordará, tan
pronto como nuestros equipos pudieron tener acceso a
Kosovo emprendimos un ambicioso proyecto de exhu-
mación y examen forense de fosas comunes en todo
Kosovo. En 1999 recuperamos 2.108 cuerpos en 195
lugares. Eso fue lo que pudo lograrse el año pasado.
Este año, estaba ansiosa por completar la tarea antes de
que las pruebas se deterioraran o perdieran. Trabajando
una vez más con la asistencia de profesionales propor-
cionados a mi Oficina por los Estados Miembros de las
Naciones Unidas y por Suiza, nuestros equipos evalua-
ron 325 lugares adicionales, exhumaron 1.577 cuerpos
y encontraron restos incompletos en otros 258 casos.
Los patólogos llevaron a cabo 1.807 autopsias de víc-
timas. Como resultado, hemos concluido nuestro pro-
grama de exhumación y ahora podemos trazar un pano-
rama completo del alcance y el patrón de los crímenes.

Mi Oficina no ha recibido todos los informes de
los diversos equipos forenses. El total provisional a lo
largo de los dos años es de casi 4.000 cadáveres o par-
tes de cadáver exhumados y examinados. Desde luego,
nunca se podrá dar una cifra exacta del número de ase-
sinados debido a los intentos deliberados de quemar los
cadáveres o de ocultarlos de otra forma.

Quiero añadir que también realizamos exhuma-
ciones en ocho lugares en Croacia y en Bosnia y Her-
zegovina y recuperamos 491 cadáveres, así como mu-
chos restos humanos. Se realizó un total de 619 autop-
sias. Esa cifra incluye no sólo las autopsias de cadáve-
res procedentes de las exhumaciones realizadas por el
Tribunal para la ex Yugoslavia sino también algunas
autopsias que realizamos en nombre de la Comisión
sobre personas desaparecidas, de Bosnia, en cadáveres
exhumados por las autoridades bosnias. Pensamos se-
guir los trabajos de exhumación en Croacia y Bosnia el
año próximo.

Antes de terminar con el tema de Kosovo, quiero
añadir solamente que mi Oficina ha recibido varias pe-
ticiones vehementes de investigación de alegaciones de
continuación de depuraciones étnicas contra lo que
queda de las poblaciones serbia y romaní. Esto es ina-
ceptable y siembra la semilla de futuras venganzas y de
una inestabilidad duradera en la región. Para que la ju-
risdicción del Tribunal abarque los crímenes de lesa
humanidad cometidos en Kosovo tras el despliegue de
la Fuerza Internacional de Seguridad en Kosovo
(KFOR) habría que modificar el artículo 5 del Estatuto
del Tribunal y omitir la referencia y el requisito de que
se trate de un conflicto armado, lo que haría al Estatuto
compatible con el del Tribunal para Rwanda.

La forzada falta de acción del Tribunal para la ex
Yugoslavia con relación a lo que ha venido sucediendo
en Kosovo desde junio de 1999 socava la credibilidad
histórica del Tribunal. Debemos garantizar que esta
oportunidad única de que el Tribunal haga justicia res-
pecto de la población de la ex Yugoslavia no pase a los
anales de la historia como algo que falló y que estuvo
sesgado a favor de un grupo étnico respecto de otro.
Además, si obtenemos esta ampliación, moralmente
justificada y necesaria, de nuestro mandato, el Tribunal
puede convertirse en un factor de disuasión frente a la
campaña sostenida de depuración étnica en Kosovo. El
Consejo sabe que, tal como está redactado, el Estatuto
del Tribunal exige que los delitos estén vinculados a un
conflicto armado lo cual impide que mi Oficina aborde
los delitos que actualmente se cometen en Kosovo.
Quedan fuera de la jurisdicción del Tribunal. Por con-
siguiente, solicito oficialmente al Consejo que amplíe
la jurisdicción del Tribunal en este sentido.

Este año también he dedicado bastante tiempo a
debatir con las autoridades croatas acerca del nivel de
cooperación que se le da al Tribunal para la ex Yugos-
lavia. De hecho, han mejorado las relaciones en compa-
ración con la política previa de obstrucción y dilación
adoptada por el Gobierno anterior. Cuando me dirigí
por última vez al Consejo dejé esto bien claro, pero
también expresé la reserva de que sólo el tiempo diría
si Croacia cumpliría todas sus promesas. Me hubiera
gustado decir que se han solucionado todos los proble-
mas por completo, pero no puedo. Si Croacia percibe
que la cooperación va en contra de sus intereses políti-
cos o de seguridad estrechos, quiere decir que siguen
existiendo dificultades reales.

Sigue sin resolverse un problema de larga data,
a saber, el suministro de material croata para su
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utilización como prueba en el juicio Kordic, y se va
acabando el tiempo para acatar totalmente las órdenes
del Tribunal que están pendientes todavía en ese caso. Y
en relación con la campaña croata de 1995 contra los
serbios de Croacia, conocida como Operación Tormenta,
seguimos enfrentándonos a la negativa tenaz a permitir
el acceso a los testigos y los documentos que son
esenciales para completar nuestras investigaciones.
Como consecuencia, nuestro trabajo se ha visto
retrasado gravemente.

Por otra parte, recientemente se han observado
algunos indicios muy preocupantes de que la
cooperación de Croacia está empezando a asumir
algunos aspectos muy negativos, como se demuestra en
la filtración a los medios de comunicación, por parte
del Gobierno, de detalles relativos a mis peticiones; y
en la campaña negativa de dichos medios contra el
Tribunal, que acompañó a esas filtraciones. Este es un
acontecimiento muy lamentable, y no se puede permitir
que continúe. Por consiguiente, no me complace tener
que decir que tenía razón al reservarme previamente mi
opinión y que mi reserva inicial estaba bien fundada.
Es muy triste que la mejora de la cooperación en casi
todas las demás esferas se vea totalmente socavada por
la obstrucción en unas pocas cuestiones clave. Pido a
Croacia que supere este problema pendiente y que
vuelva al camino de la cooperación plena con el
Tribunal, e invito al Consejo a que intervenga para
garantizar que al fin Croacia coopere plenamente con
el Tribunal.

Pasando a otro tema, me preocupa la tasa de de-
tenciones con relación a las personas acusadas. He ob-
servado que recientemente se están produciendo mu-
chas menos detenciones. La última detención realizada
por las tropas de la Fuerza de Estabilización (SFOR)
fue la de Dusko Sikirica, en junio de este año. Sin em-
bargo, a principios de este año las detenciones se pro-
ducían a un ritmo de aproximadamente una al mes. No
puede haber una explicación única que justifique la
disminución del número de detenciones, pero es in-
quietante que no se haya producido ninguna detención
en el segundo semestre de este año. Durante los últi-
mos meses he venido recomendando la formación de
un equipo de tareas especial de la policía que tenga ju-
risdicción sobre todo el territorio de Bosnia y Herzego-
vina, con la responsabilidad de apresar a acusados fu-
gitivos. Lamentablemente, mi iniciativa no se ha
adoptado todavía.

También parece que no nos pueden tranquilizar
mucho los resultados de las elecciones recientes cele-
bradas en Bosnia, tras las cuales no podemos esperar
ninguna mejora en la actitud de algunas autoridades lo-
cales respecto de la cooperación con el Tribunal. Diría
incluso más y señalaría que el resultado de esas elec-
ciones es consecuencia directa de la falta de decisión
mostrada por la comunidad internacional con respecto
a las detenciones. Al permitir que los principales cul-
pables de la guerra en Bosnia sigan disfrutando de li-
bertad se envió un mensaje equivocado, tanto a la po-
blación como a los políticos de Bosnia, en el sentido de
que el nacionalismo criminal y sus promotores están y
estarán fuera del alcance de la justicia y que las pala-
bras amenazadoras de la comunidad internacional son
sólo eso, palabras. Pongamos fin a esta situación peli-
grosa en aras de una justicia amplia y de la paz y la re-
conciliación duraderas. Una vez más insto a las fuerzas
internacionales en Bosnia a que adopten un enfoque
firme y positivo sobre la cuestión de la detención de
todos los acusados que sigan en libertad.

Mientras tanto, no le falta trabajo al Tribunal para
la ex Yugoslavia. Tengo muchos casos ante las Salas de
Primera Instancia y en la Sala de Apelaciones respecto
de los cuales en breve se tomarán decisiones sobre
apelaciones importantes estableciendo, entre otras co-
sas, jurisprudencia adicional sobre cuestiones impor-
tantes relativas a la responsabilidad en la línea de man-
do y el derecho sobre el genocidio. En las Salas de
Primera Instancia están a punto de concluir cuatro en-
juiciamientos. Se trata del juicio del General Krstic,
por delitos cometidos en Srebrenica, y de Dario Kor-
dic, a quien se acusa de ser responsable, como el políti-
co más importante, de los delitos cometidos en el valle
del río Lasva, en Bosnia central. El 30 de octubre se
inició un nuevo juicio por delitos sexuales que tuvieron
lugar en Foca, y hay ocho casos más que están listos
para juicio o que están en proceso de preparación para
dar inicio al juicio en la primera mitad de 2001. Esas
acusaciones se referirán a crímenes cometidos en Sa-
rajevo y en la región de Krajina. El enjuiciamiento de
Momcilo Krajisnik será el primer caso en el que se
analizará la responsabilidad de los dirigentes serbios de
Bosnia al más alto nivel.

Por otra parte, continúan nuestras investigacio-
nes, y son de esperar más acusaciones en los próximos
meses. Por tanto, mi Oficina está trabajando simultá-
neamente, bajo enormes presiones, en varios frentes:
nuevas investigaciones, preparación de acusaciones,
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actividades preliminares a los juicios, realización de
los propios juicios en los cuales debe haber rapidez y
justicia y, finalmente, la conclusión de todas las apela-
ciones resultantes. Por consiguiente, tenemos una carga
de trabajo considerable.

Para completar el informe sobre mis actividades
es imprescindible que haga referencia a los últimos
acontecimientos ocurridos en Belgrado, que llevaron a
la destitución de Milosevic, al levantamiento de las
sanciones y al regreso de la República Federativa de
Yugoslavia a la comunidad internacional. El mundo ha
abrazado al Presidente Kostunica, a pesar de que ha
reiterado en varias ocasiones que la cooperación con el
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia no
es una de sus prioridades. Si él mismo eligió esa frase,
lo admiro. Se trata de una línea inteligente, que puede
dar lugar a diversas interpretaciones: es una frase típica
de un político.

Sin embargo, tampoco es una solución, y la cues-
tión de Milosevic no puede liquidarse tan fácilmente.
Milosevic debe comparecer ante el Tribunal Interna-
cional. Sencillamente, no hay otra alternativa. Después
de todos los esfuerzos realizados por la comunidad in-
ternacional en los Balcanes para restablecer la paz en la
región, después de las semanas de bombardeos de la
OTAN para impedir las violaciones masivas de los de-
rechos humanos contra los ciudadanos de Kosovo y
dado el enorme poder residual y la continua influencia
de los partidarios de la línea dura en Belgrado sería in-
concebible permitir que Milosevic eludiese las conse-
cuencias de sus acciones. No basta decir que la separa-
ción de su cargo ya es bastante castigo, ni tampoco es
satisfactorio pedirle que rinda cuentas por los delitos
cometidos durante las elecciones o en otro asunto na-
cional de esa índole. Ya se ha visto que no pueden ha-
cerse tratos con personajes como Milosevic. Gracias a
la comunidad internacional se ha resistido a la tenta-
ción de ofrecerle una ruta de huida fácil. De haber
ocurrido eso, las consecuencias para la justicia penal
internacional hubieran sido terribles.

Insto al Consejo de Seguridad a que no permita
que se obtenga el mismo resultado en cámara lenta de-
bido a su inactividad. Es de vital importancia evitar los
dobles criterios al tratar la cuestión de la ex Yugosla-
via, Croacia y Bosnia y Herzegovina. Cualquier mues-
tra de flaqueza de parte de la comunidad internacional
con relación a Yugoslavia alentará a otros Estados a
dejar de cooperar con el Tribunal Penal Internacional
para la ex Yugoslavia. Y no debemos olvidar que

hay otros fugitivos, como Ratko Mladić, que se en-
cuentran en la ex Yugoslavia. Las autoridades también
deben cooperar con el Tribunal en la detención de estas
personas.

Tengo la intención de tratar esta cuestión perso-
nalmente con el Presidente Kostunica, quien me sugirió
la semana pasada que iniciase los preparativos para
viajar a Belgrado próximamente. Diga lo que diga el
Presidente Kostunica, la detención de Milosevic es una
prioridad. Es una prioridad para él, es una prioridad pa-
ra mí y, a mi parecer, debe ser también una prioridad
para el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas,
que creó el Tribunal Penal Internacional para la ex
Yugoslavia como un órgano subsidiario del Consejo,
con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones
Unidas, no para que fuese un medio de solución rápida
de las crisis políticas sino para que contribuyera de
manera seria y duradera a la creación de una paz signi-
ficativa y duradera en los Balcanes.

Para terminar, me veo obligada a hacer unos bre-
ves comentarios sobre algunas observaciones que hizo
ayer el representante de Rusia en la Asamblea General,
en respuesta a un informe del Presidente del Tribunal,
el Magistrado Jorda. El representante ruso criticó al
Tribunal, acusándolo de ser una institución política, de
ser antiserbio, de contar con demasiados recursos,
de tratar las acusaciones selladas de manera inadecua-
da, de no ser nada diligente en mi examen de la OTAN
tras la campaña de bombardeos del año pasado, de ini-
ciar un acuerdo ilegal con la OTAN y, lo que es todavía
peor, de ser una amenaza para la unidad del derecho
internacional comúnmente aceptado y estar creando la
anarquía en el derecho internacional al hacer nuevas
interpretaciones jurídicas. Debo decir que dichas acu-
saciones son ofensivas y carecen de fundamento.

Podría responder por separado a cada una de esas
acusaciones graves e injustificadas, pero sobrepasaría
el tiempo del que dispongo para exponer mi informe.
Cualquier examen objetivo de la labor del Tribunal
demostrará claramente que las observaciones que hizo
ayer el representante de Rusia en la Asamblea General
no tienen fundamento alguno. Espero que esas acusa-
ciones no se repitan hoy aquí. Esas declaraciones me
decepcionan por partida doble porque, a menos que
obedezcan a motivos políticos o maliciosos, se basan
en malentendidos, que podrían haberse aclarado si el
Gobierno ruso hubiera respondido a mis numerosas so-
licitudes de desplazarme a Moscú para hablar sobre la
labor del Tribunal.
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El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
a la Sra. Del Ponte por su exposición tan completa.

Sr. Cunningham (Estados Unidos de América)
(habla en inglés): Sr. Presidente: En primer lugar, de-
seo decir que nadie ha abogado más por la justicia en
este Consejo que los Países Bajos. Mi delegación y
muchas otras comparten la convicción fundamental de
que la democratización y la justicia son pilares funda-
mentales de nuestra función de mantener la paz.

Quiero dar la bienvenida al Consejo al Magistra-
do Jorda, a la Magistrada Pillay y a la Fiscal Principal
Del Ponte. Acojo con agrado sus comentarios y puntos
de vista, y el hecho de que hayan encontrado el tiempo
para venir a reunirse con nosotros. Nuestro programa
de hoy cruza el mundo desde Europa a África y po-
ne de relieve nuestra creencia común en la justicia y
la reconciliación. La Fiscal Principal Del Ponte y
el Embajador Holbrooke se vieron hace unos días en
Dayton, durante la celebración del quinto aniversario
de los Acuerdos de Paz de Dayton. Hoy, al igual que
hizo el Embajador Holbrooke en Dayton, deseo felici-
tar públicamente a nuestros tres invitados por los es-
fuerzos extraordinarios que han realizado para que se
haga justicia.

Es este un momento histórico para los Estados de
la ex Yugoslavia. Los tres líderes de la época de la gue-
rra con quienes negociamos en Dayton hace cinco años
han salido ya de escena. El Presidente Tudjman murió,
y fue sustituido por el Presidente Mesić, un hombre
honesto, que se presentó a las elecciones con una plata-
forma que incluía en su programa el pleno respeto al
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia.
Milosevic fue destituido en una notable demostración
de poder popular. Lo ha sustituido el Presidente Kostu-
nica, quien ha destacado su compromiso con la demo-
cracia y el imperio del derecho. El Presidente Izetbe-
gović, por supuesto, se ha retirado honorablemente.

En Kosovo las primeras elecciones democráticas
se desarrollaron pacíficamente, y el pueblo eligió a di-
rigentes de línea moderada para representarlo. En la
propia Bosnia, las recientes elecciones muestran un
avance lento pero firme de los partidos nuevos y mode-
rados de la Federación y, desde 1996, una disminución
general a largo plazo del apoyo a los partidos naciona-
listas aunque, sin duda, hará falta tiempo para que se
anule totalmente la influencia nacionalista, en especial
en la República Srpska. No obstante, en definitiva, las
tendencias futuras en los Balcanes son positivas en to-

da la región. Poco a poco los Estados de la ex
Yugoslavia se están recuperando de las heridas de la
guerra y la disolución.

Sin embargo, las oportunidades que presentan
estos cambios políticos no se lograrán plenamente
mientras que el Magistrado Jorda y la Sra. Del Ponte
no lleven a cabo su misión con éxito. El proceso de
rehabilitación y reconciliación sólo podrá culminarse
cuando se haga justicia a las víctimas de las guerras
brutales que asolaron a los Balcanes.

El Tribunal ha logrado algunos éxitos notables, en
particular la detención de Momcilo Krajisnik, uno de
los peores criminales de la guerra. Coincido con la Sra.
Del Ponte en que todos los acusados principales deben
terminar en el lugar que les corresponde entre rejas y
en La Haya, en especial Karadzić, Mladić y, por su-
puesto, Milosevic.

Hay muchos otros que no han sido acusados, y
que deben serlo. El fin de semana pasado, en la confe-
rencia de conmemoración del quinto aniversario de los
Acuerdos de Paz de Dayton, tomamos nota de un im-
portante estudio elaborado recientemente por el Inter-
national Crisis Group. En el informe figuran datos so-
bre muchos perpetradores que están en libertad, algu-
nos de los cuales desempeñan cargos directivos en la
República Srpska. Esta es precisamente la clase de fun-
cionarios cuyas actividades diarias obstaculizan la ple-
na aplicación del Acuerdo de Dayton e impiden que los
refugiados regresen a sus hogares. Instamos al Tribunal
y a otros agentes de la comunidad internacional, in-
cluidos el Alto Representante y la Organización para la
Seguridad y la Cooperación en Europa, a que tomen
medidas firmes para asegurar que se haga justicia y se
detengan los esfuerzos de esas personas por bloquear la
plena aplicación del Acuerdo de Dayton.

Todos los países de la región tienen la obligación
de cumplir plenamente con el Tribunal. Hace alrededor
de un mes, el Embajador Holbrooke se reunió con el
Presidente Kostunica y lo instó a cumplir plenamente
con sus obligaciones jurídicas para con el Tribunal.
Nos complacen las señales de que, como primera me-
dida, las autoridades yugoslavas se están preparando
para volver a abrir la oficinas del Tribunal en Belgrado,
que fueron cerradas el año pasado por Milosevic, y
permitir a la Sra. Del Ponte viajar a Yugoslavia.

Además, la semana pasada, en Dayton, el Emba-
jador Holbrooke se reunió con el Presidente Mesić, de
Croacia, cuyos esfuerzos por transformar su nación
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desde su elección merecen también las felicitaciones y
el apoyo de toda la comunidad internacional. Repeti-
damente ha expresado su firme apoyo a la cooperación
con el Tribunal. Lo exhortamos a que redoble sus es-
fuerzos por garantizar que Croacia cumpla plenamente
sus obligaciones para con el Tribunal en forma com-
pleta y a tiempo. Alentamos a Croacia a que colabore a
cabalidad.

La comunidad internacional también debe hacer
lo que le corresponde. La justicia debe ser rápida, ade-
más de auténtica, por lo que me complace anunciar que
mi Gobierno, en principio, está de acuerdo en que se
cree un nuevo grupo de magistrados ad litem para el
Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia, como lo
propuso el Presidente Jorda. Estamos trabajando con
nuestros colegas en el Consejo para responder positi-
vamente a esa propuesta. Esos jueces darán un gran
impulso al Tribunal, y ayudarán a alivianar una pesada
carga de trabajo. No obstante, teniendo en cuenta ese
volumen de trabajo, pensamos que no será propicio pa-
ra nuestros objetivos comunes ampliar la jurisdicción
del Tribunal. Sencillamente, el Tribunal tiene más que
suficiente trabajo bajo su mandato actual, como lo de-
muestra el pedido de apoyo del Presidente Jorda. Opi-
namos que los demás problemas de la región pueden
resolverse más eficientemente y con igual equidad por
medio de otros mecanismos.

No creemos que sea apropiado establecer plazos
arbitrarios para la jurisdicción del Tribunal Internacio-
nal para la ex Yugoslavia ni para la terminación de su
misión. Nuestra atención debe concentrarse en asegu-
rarnos de que el Tribunal pueda completar su trabajo
con la mayor rapidez posible. La mejor manera de
contribuir a ese proceso es proporcionar los recursos
que sean necesarios y que los Estados de la región le
presten su total cooperación.

Habida cuenta de los históricos acontecimientos
que han tenido lugar en los Balcanes, deliberadamente
he optado por hacer girar mis comentarios en torno al
Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia. Pero el
trabajo que realiza en África el Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda es tan importante como el que rea-
liza en Europa el Tribunal Internacional para la ex
Yugoslavia. Nos complace que el Tribunal Internacio-
nal para Rwanda muestre una excelente tasa de deten-
ciones: de los 53 acusados, 44 están ya detenidos.
También nos complace que ese Tribunal esté utilizando
tres salas simultáneamente, y que se esté enjuiciando a
siete acusados.

El proceso de Lusaka se encuentra paralizado,
cuestión de la que se ocupará este Consejo en un futuro
próximo. Uno de los problemas principales de la crisis
es la continua presencia de unidades de las antiguas
fuerzas armadas de Rwanda (ex FAR) y de los intera-
hamwe en la República Democrática del Congo. Algu-
nos sostienen que ello justifica la intervención de
Rwanda, mientras que otros insisten en que las ex FAR
y los interahamwe sirven como cortina de humo para
planes más amplios. Dejo que los expertos regionales
diluciden esta cuestión. No obstante, este Consejo está
unido en su llamamiento a todas las fuerzas extranjeras
para que se retiren de la República Democrática
del Congo, de conformidad con el Acuerdo de Lusaka
y la resolución 1304 (2000) del Consejo de Seguridad.
Un debate franco sobre las ex FAR y los interahamwe
acelerará este proceso, mientras que pasar por alto
esta cuestión hará más lenta la salida de las fuerzas
extranjeras.

Cuanto más rápido se entreguen al Tribunal In-
ternacional para Rwanda los dirigentes de las ex FAR y
los interahamwe, y cuanto más rápido se desmovilicen,
reintegren y reasienten las tropas, más fácil será resol-
ver este problema.

Algunos miembros del Consejo han demostrado
una cierta vacilación en permitir la simple mención de
las palabras �ex FAR� e �interahamwe� en cualquier
documento oficial. Ello erosiona nuestra credibilidad y
disminuye nuestra eficacia. Si cedemos a las sensibili-
dades políticas y omitimos hacer referencia alguna a
los arquitectos del genocidio que se cometió en
Rwanda en 1994, nos estamos perjudicando a nosotros
mismos. Exhorto al Consejo a que ponga fin a su silen-
cio voluntario sobre esta cuestión.

Los Tribunales constituyen una manifestación de
nuestro deseo común de que se haga justicia ante el
horror. El cumplimiento de sus mandatos ha sido
difícil, oneroso y a menudo decepcionante, y ha con-
sumido mucho tiempo. Estamos a punto de iniciar un
procedimiento similar en Sierra Leona, y ese no va a
ser más fácil. Sin embargo, jamás debemos permitir
que los obstáculos definan nuestra experiencia; antes
bien, el objetivo de la justicia debe determinar nuestras
acciones.

Sr. Chowdhury (Bangladesh) (habla en inglés):
Celebramos la presencia del Magistrado Claude Jorda,
de la Magistrada Navanethem Pillay y de la Fiscal
Principal Carla Del Ponte en el Consejo, y les damos
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las gracias por ponernos al tanto de la labor y la condi-
ción general del Tribunal Penal Internacional para la ex
Yugoslavia y del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda. Les damos las gracias por la útil información
que nos han brindado sobre la situación actual y por
sus sugerencias para el mejoramiento de la eficacia de
ambos Tribunales.

Como subrayó ayer la Magistrada Pillay en la
Asamblea General, el establecimiento por parte del
Consejo de los Tribunales Internacionales para la
ex Yugoslavia y para Rwanda da fe del compromiso
mundial con la justicia y el respeto del derecho inter-
nacional. Los Tribunales han tenido repercusiones de
largo alcance. Han sentado precedentes para el estable-
cimiento de nuevos tribunales �actualmente se están
creando uno para Sierra Leona y otro para Camboya�,
y para el surgimiento de instituciones internacionales
sobre la base del imperio del derecho.

Con respecto al Tribunal Internacional para la ex
Yugoslavia, valoramos en gran medida la forma profe-
sional en que el Presidente de ese Tribunal ha venido
desempeñando sus muy complejas responsabilidades
desde que asumió su cargo, hace un año. Bangladesh
siempre ha apoyado, y seguirá apoyando, el trabajo del
Tribunal dirigido a someter a la justicia a los responsa-
bles de los horrores perpetrados en la ex Yugoslavia.
En este contexto, celebramos el hecho de que la Repú-
blica Federativa de Yugoslavia se haya unido a la co-
munidad de naciones y haya asumido sus responsabili-
dades y obligaciones para el mantenimiento de la paz,
aumentando de esa forma inmensamente las perspecti-
vas de que se haga justicia.

Formularé a continuación algunas observaciones
sobre algunos aspectos que, a nuestro juicio, son de es-
pecial pertinencia para el buen cumplimiento de las
responsabilidades del Tribunal Internacional para la
ex Yugoslavia.

El primero es la necesidad de que se haga justicia.
Para que se instaure la paz en los Balcanes, es necesa-
rio que se haga justicia. Las Naciones Unidas han
adoptado un enfoque concreto al crear y apoyar a ese
Tribunal, y en consecuencia han tratado de defender los
valores humanitarios y han contribuido a la restaura-
ción y el mantenimiento de la paz en varias partes del
mundo que se han visto agobiadas por una violencia
indecible. Es nuestra responsabilidad conjunta buscar a
esas personas que han perpetrado violaciones graves

del derecho internacional humanitario y asegurarnos de
que se las someta a la justicia.

Segundo, muchos criminales todavía no han sido
capturados. De las 65 personas que hasta el momento
han sido acusadas por el Tribunal Internacional para la
ex Yugoslavia, sólo 37 se encuentran detenidas; las
demás aún no han sido arrestadas. Entre éstas figuran
muchos dirigentes políticos y militares de alto rango,
que deben rendir cuenta de sus actos ante el Tribunal
Internacional. La cooperación de todos los Estados, en
especial de los Estados de los Balcanes, es fundamental
para que se pueda someter a la justicia a los acusados.
El cambio del clima político en esa región ha creado
nuevas oportunidades y ha generado nuevas esperanzas
de que pronto se arreste a esos acusados.

Tercero, con respecto a la capacidad del Tribunal
Internacional para la ex Yugoslavia, debemos prestar
una gran atención al mecanismo que hemos creado para
garantizar la justicia. Todavía quedan muchos juicios
por iniciar, pero el Tribunal ya está funcionando a su
máxima capacidad, con una carga de trabajo sin prece-
dentes. El trabajo judicial atrasado se está acumulando
rápidamente. Si toma mucho tiempo completar los jui-
cios, el objetivo de hacer justicia no se cumplirá. Si el
Tribunal ha de ocuparse del número proyectado de ca-
sos sin que se efectúe una reforma del mecanismo, se
calcula que puede necesitar otros 15 años para com-
pletar su misión. Esto es inaceptable. Demorar la justi-
cia es negarla. Tenemos que encontrar la forma de
acelerar los juicios y ponerle término a la misión en un
plazo razonable. Nuestro objetivo debe ser completar la
misión para 2005.

Cuarto, con respecto a la reforma de la política
penal, se han presentado a la consideración diversas
opciones. Nos gustaría que se examinara favorable-
mente la solución doble propuesta por el Magistrado
Jorda. Esto entrañaría, en primer lugar, acelerar la eta-
pa de las diligencias previas al juicio dando más res-
ponsabilidad a oficiales jurídicos cualificados, lo que
daría más tiempo a los magistrados para los juicios
propiamente dichos, y, en segundo lugar, aumentar la
capacidad del Tribunal mediante la creación de un gru-
po de magistrados ad litem. Hemos estudiado estas
propuestas con cierto detalle a nivel de expertos en el
Consejo de Seguridad. Celebramos que el Magistrado
Jorda nos haya informado de que está llevando a cabo
medidas de reforma interna en el Tribunal para la ex
Yugoslavia para que esta solución doble sea plena-
mente eficaz.
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Ya han transcurrido casi 10 años desde que se creó
el Tribunal para la ex Yugoslavia. Hay peligro de que se
prolonguen indebidamente los juicios. Los testimonios
se vuelven vagos con el paso del tiempo y su autentici-
dad se desvanece gradualmente. Si bien los acusados
deben ser juzgados sin demoras innecesarias, también se
debe garantizar la calidad y la fiabilidad del proceso.
Tenemos que prestar todo nuestro apoyo para aumentar
la capacidad del Tribunal y asegurar la administración
rápida de la justicia. Seguiremos apoyando este proceso
en el Consejo porque estamos convencidos de que sólo
la justicia puede garantizar una paz duradera.

Por último, quiero referirme brevemente al Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda. En Rwanda,
como en los Balcanes, el objetivo de conseguir la paz y
la reconciliación está relacionado con la justicia. La re-
conciliación auténtica será difícil de lograr sin justicia.
Nos complace observar que los resultados del Tribunal
para Rwanda han mejorado considerablemente durante
lo que la Magistrada Pillay ha denominado un año di-
námico. Alentamos a la Magistrada Pillay a que con-
cluya los 35 casos pendientes de juicio en el plazo del
mandato. Es importante que nosotros, los Estados
Miembros de las Naciones Unidas, proporcionemos al
Tribunal los recursos y el apoyo que necesita para esto.

Sr. Levitte (Francia) (habla en francés): Los in-
formes que presentaron ayer ante la Asamblea General
la Presidenta del Tribunal Internacional para Rwanda y
el Presidente del Tribunal Internacional para la ex Yu-
goslavia, sus intervenciones y la que ha formulado hoy
ante el Consejo la Fiscal Carla Del Ponte nos permiten
comprender bien la situación de los dos Tribunales.

El Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia
ha llegado a una encrucijada. Por una parte, ha alcan-
zado un nivel de actividad muy intenso, sobre todo du-
rante los tres últimos años. El número de delincuentes
públicamente acusados que están encarcelados es supe-
rior al de los acusados que se encuentran todavía en li-
bertad. Por otra parte, se han producido cambios históri-
cos en los Balcanes. El año 2000 comenzó con el cam-
bio político en Croacia a raíz de las elecciones presiden-
ciales y legislativas. Ha continuado con la victoria de las
fuerzas democráticas en la República Federativa de Yu-
goslavia durante las elecciones del 24 de septiembre.

Estos cambios deberían tener efectos positivos
para la actividad del Tribunal Internacional para la ex
Yugoslavia. Con sus socios europeos, Francia está con-
vencida de que el restablecimiento del estado de dere-

cho y de la paz en la región correrán paralelamente con
la comparecencia ante la justicia de las personas sospe-
chosas de haber cometido graves violaciones del dere-
cho internacional humanitario.

A este respecto es indispensable que todos los
Estados y entidades cumplan con su obligación de coo-
perar con el Tribunal. Este llamamiento se dirige espe-
cialmente a la República Federativa de Yugoslavia.
En este sentido, consideramos que es una señal alenta-
dora la próxima apertura de una oficina del Tribunal en
Belgrado.

A nuestro juicio Croacia parece manifestar una
verdadera voluntad política de cooperación, y pienso
en particular en la revisión de la posición oficial sobre
la competencia del Tribunal, pienso también en el re-
conocimiento del estatuto oficial de la oficina de enlace
local, pienso asimismo en la entrega de un sospechoso
cuyo caso ya expuso en dos ocasiones ante el Consejo
el Presidente del Tribunal Internacional para la ex Yu-
goslavia. Pero también he comprendido claramente lo
que dijo la Sra. Carla Del Ponte.

El Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia se
preocupa con razón de hacer frente a su carga de tra-
bajo y de cumplir su tarea con la eficacia y la celeridad
necesarias. El colegio de magistrados ha elaborado una
serie de propuestas que el propio Presidente Jorda vino
a presentar al Consejo en junio pasado.

El grupo de trabajo especial que el Consejo creó
en julio ha estudiado las propuestas de enmiendas al
Estatuto que permiten, por una parte, la creación de
magistrados ad litem destinados a reforzar en la medida
que sea necesario las Salas de Primera Instancia y, por
otra, la adición de dos magistrados del Tribunal Penal
Internacional para Rwanda a la Sala de Apelaciones
común a los dos Tribunales. Francia desea que el Con-
sejo de Seguridad pueda aprobar antes de fin de mes,
durante la Presidencia de los Países Bajos, estas modi-
ficaciones al Estatuto de los dos Tribunales.

Al tomar rápidamente esa decisión sobre los ma-
gistrados ad litem y la Sala de Apelaciones, el Consejo
de Seguridad ayudará al Tribunal a completar su misión
en un plazo razonable. Ese objetivo también se conse-
guirá con la voluntad de la Fiscal de dirigir sus investi-
gaciones y acusaciones a los responsables civiles y mi-
litares de más alto nivel. Por lo demás, no dudamos que
el Tribunal sabrá tener en cuenta el surgimiento de jus-
ticias locales en los países de la ex Yugoslavia, como lo
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permiten su Estatuto y sus Reglas de Procedimiento y
Prueba.

En cuanto a la fijación de un límite temporal a la
competencia del Tribunal, es importante que la deci-
sión que adopte el Consejo sobre este tema sea sufi-
cientemente meditada. Sugerimos que el Secretario
General presente propuestas al respecto al Consejo de
Seguridad.

Damos nuestro apoyo a las propuestas de en-
mienda que también ha sugerido el Presidente Jorda
que establecen una indemnización para las personas
injustamente procesadas y encarceladas.

Voy a referirme ahora al Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda. Este Tribunal tiene una misión
esencial que cumplir para que se haga justicia y para
contribuir al retorno de la paz a la región de los Gran-
des Lagos, una preocupación principal del Consejo de
Seguridad.

El Tribunal entra ahora en una etapa de madurez.
Ha sido la primera jurisdicción internacional que ha
pronunciado sentencias condenando el delito de geno-
cidio. Su carga de trabajo y su responsabilidad son pe-
sadas y exigentes. El Tribunal sigue enfrentándose a
numerosos desafíos en lo que concierne a su cantidad
de trabajo y su gestión, a pesar de los progresos logra-
dos, y me refiero a la creación de una tercera Sala de
Primera Instancia, a la reforma en curso de las oficinas
del Fiscal en Kigali y Arusha. El Tribunal debe utilizar
plenamente los recursos humanos y materiales, así co-
mo las posibilidades que le ofrece su reglamento de
procedimiento.

Año tras año el Tribunal ha sufrido muchos pro-
blemas por lo que atañe a su gestión.

Sabemos que todavía hay cuestiones sin resolver
en este sentido. Como dijo ayer mi delegación, cuando
se dirigió a la Asamblea General en nombre de la
Unión Europea, esta situación sigue preocupándonos
mucho. La reanudación de relaciones de confianza y de
cooperación entre el Tribunal y Rwanda, que se con-
cretó con el nombramiento, en octubre de 1999, de un
representante del Gobierno rwandés ante el Tribunal y
con la visita de la Sra. Del Ponte a Kigali, en mayo
de 2000, constituyen acontecimientos positivos.

La experiencia de los dos Tribunales nos ha per-
mitido tomar conciencia de la importancia que tiene la
cuestión del acceso de las víctimas al Tribunal y de su
protección. Es esencial que a las víctimas de esos crí-

menes se les asegure que la responsabilidad de sus
agresores se tratará ante el Tribunal y que las víctimas
se beneficien de los servicios de asesoría y de apoyo.
También es fundamental que se garantice la protección
de los testigos y de las víctimas que comparecen ante el
Tribunal. Acogemos con especial beneplácito el pro-
grama para la protección de los testigos, así como el
asesoramiento y el apoyo que se puso a disposición de
ellos con el respaldo financiero de la Unión Europea.
Francia espera también que se reconozca la situación
de las víctimas en el contexto de los procedimientos
ante la Corte Penal Internacional.

Los dos Tribunales han desempeñado un papel
precursor al contribuir a la labor que ha culminado con
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.
Sirven de modelo para un nuevo tipo de jurisdicción
que posibilite garantizar el respeto del derecho huma-
nitario internacional. Los fallos pronunciados también
dan prueba de que la comunidad internacional tiene la
intención de poner fin a la impunidad que, con dema-
siada frecuencia, había acompañado en el pasado a
violaciones del derecho humanitario internacional y a
graves transgresiones de derechos humanos.

Ambos Tribunales Internacionales enfrentan una
pesada carga de trabajo y un conjunto de responsabili-
dades gravosas y exigentes. Pueden contar con el apo-
yo incondicional de Francia en su labor de impartir
justicia con respeto a los crímenes más graves y en su
contribución a la consolidación de la paz.

Sr. Heinbecker (Canadá) (habla en francés): Mi
delegación se suma a otros para dar la bienvenida a los
Presidentes Jorda y Pillay y a la Fiscal Principal Del
Ponte. Les damos las gracias por la información que
nos han brindado acerca de la importante labor que
realizan los dos Tribunales especiales para crímenes de
lesa humanidad.

(continúa en inglés)

El Canadá considera que los Tribunales desempe-
ñan un papel fundamental en la promoción de la segu-
ridad humana al poner fin a la impunidad ante los crí-
menes más graves contra la humanidad y al sentar así
bases sólidas para la paz.

La eficacia de los Tribunales y el avance hacia la
Corte Penal Internacional ayudan a evitar conflic-
tos. Demuestran a posibles perpetradores que no se to-
lerarán los crímenes de guerra y los crímenes de lesa
humanidad.
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Este año se han observado muchos cambios posi-
tivos en el funcionamiento de los Tribunales. Hemos
visto una mejora en la cooperación de la nueva dirigen-
cia de Croacia con el Tribunal Penal Internacional para
la ex Yugoslavia. Al mismo tiempo, nos desalienta el
informe de la Fiscal con respecto a que la cooperación
de Croacia todavía no ha llegado a un nivel adecuado.

Nos alienta el anuncio reciente de que la Fiscal
Principal viajará a Belgrado y que, en breve, se volverá
a abrir la Oficina del Fiscal en Belgrado. Ello señala un
primer paso importante en el proceso de normalización
de las relaciones entre la República Federativa de Yu-
goslavia y el Tribunal, y entre la República Federativa
de Yugoslavia y la comunidad internacional en térmi-
nos más generales. En este sentido, a mi Gobierno le
interesa conocer la opinión de la Sra. Del Ponte acerca
de la manera en que los cambios en la República Fede-
rativa de Yugoslavia afectarán, o están afectando, la la-
bor del Tribunal.

Tomamos nota de la solicitud de la Fiscal en
cuanto a que se necesitan mayores esfuerzos para en-
tregar a La Haya a todos los acusados de crímenes de
guerra. Como el Magistrado Jorda señaló, todavía no se
ha capturado a los funcionarios políticos y militares de
más alto rango. Y como la Fiscal Del Ponte dijo, Milo-
sevic, Mladić y Karadzić también deben ser llevados a
La Haya. Este Consejo no puede dejar de reconocer
que hay una enorme diferencia entre un fraude electo-
ral y la corrupción gubernamental, por una parte, y los
crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad,
por la otra.

El Canadá cree firmemente que la cooperación de
todos los países de la ex Yugoslavia con el Tribunal
Penal Internacional para la ex Yugoslavia es esen-
cial para alcanzar la justicia y la reconciliación en los
Balcanes.

Además, reconocemos que el papel valioso que
desempeña el Tribunal Penal Internacional para la ex
Yugoslavia para promover el derecho internacional de
forma imparcial e independiente es incuestionable.
Instamos a todos los Estados miembros del Consejo a
que brinden su apoyo a la labor del Tribunal y a que no
arrojen dudas al respecto. Recuerdo nuevamente que el
Tribunal es parte integrante de la prevención de con-
flictos en los Balcanes al develar la verdad y repa-
rar agravios que podrían alentar una nueva guerra en
los Balcanes.

Es inaceptable que los individuos que el Tribunal
ha acusado públicamente sigan participando en activi-
dades políticas. Exhortamos a los países que siguen al-
bergando a esos acusados a que los trasladen en breve a
La Haya.

Al Canadá también le complace la mejora que se
registró en este último año en las relaciones entre el
Tribunal Penal Internacional para Rwanda y el Gobier-
no de Rwanda. Estas relaciones sin duda alguna se be-
neficiarán con dos iniciativas que se han anunciado re-
cientemente: el establecimiento de un centro de docu-
mentación e información del Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda en Kigali, lo que mejorará el acce-
so de la población de Rwanda a la labor del Tribunal, y
la iniciación de un programa para la protección de tes-
tigos y testigos potenciales, que brindará servicios im-
portantes como asesoría jurídica, apoyo sicológico,
rehabilitación física y asistencia para la reintegración.

Observamos que se están examinando delitos de
violencia sexual de manera cada vez más general y que
en ambos Tribunales se han hecho, y se siguen hacien-
do, reformas a fin de garantizar que los que han pade-
cido, o han presenciado esos crímenes horribles sean
atendidos cuidadosamente.

Durante el último año transcurrido, ambos Tribu-
nales adoptaron medidas para llevar a la práctica el in-
forme del Grupo de Expertos con el fin de aumentar la
eficiencia y racionalizar la labor de los Tribunales. Es-
tas mejoras son clave para garantizar que los presu-
puestos de los Tribunales se utilicen en forma eficaz y
que se respeten los derechos de los acusados.

En este sentido, apoyamos las propuestas de en-
mendar los estatutos de los Tribunales para añadir más
magistrados del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda a la Sala de Apelaciones conjunta y a fin de
crear un grupo de magistrados ad litem en el Tribunal
Penal Internacional para la ex Yugoslavia. Estas im-
portantes iniciativas ayudarán a los Tribunales a acele-
rar el ritmo de los procesos judiciales y garantizar así
una mayor rapidez en la administración de la justicia.
En sí mismas, y por sí mismas, estas reformas acelera-
rán la conclusión del mandato del Tribunal. El resulta-
do final consistirá en que los Tribunales concluirán su
trabajo antes. Recomendamos que se adopten a la bre-
vedad posible estas enmiendas estatutarias.
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(continúa en francés)

La labor de los dos Tribunales ha establecido un
precedente importante y perdurable en lo que respec-
ta a la Corte Penal Internacional. Alentamos a ambos
Tribunales a que sigan mejorando su funcionamiento
interno.

Por nuestra parte, seguiremos brindando apoyo y
asistencia.

Sr. Eldon (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlan-
da del Norte) (habla en inglés): Ya ha comenzado la
tarde y todavía quedan 10 oradores; por ese motivo, no
formularé una declaración exhaustiva. Pero sí quiero
intentar sacar conclusiones sobre esta importante y sig-
nificativa reunión.

Acogemos con gran beneplácito que los dos Pre-
sidentes y la Fiscal hayan venido juntos al Consejo a
entregarnos información. Esto se debe en parte a que
conjuntamente pueden darnos una imagen completa y
cabal de la labor de los Tribunales, y porque es impe-
rativo que todos los órganos de los Tribunales trabajen
juntos para hacer frente a los problemas y lograr la má-
xima eficiencia.

El Reino Unido sigue firmemente comprometido
con los Tribunales y apoya plenamente el hecho de que
los fiscales continúen la investigación de las atrocida-
des y sometan a juicio a los supuestos perpetradores de
crímenes en Rwanda y en la ex Yugoslavia. Nosotros
estamos desempeñando nuestro papel, incluido el re-
ciente traslado a Arusha de un acusado que fue captu-
rado en el Reino Unido. Nosotros desempeñamos
nuestro papel en el informe sobre la gestión de los tri-
bunales y en la visita al Tribunal de Rwanda mencio-
nada por la Magistrada Pillay. Por segundo año conse-
cutivo hemos aportado un equipo forense especialista
en escenarios de crímenes para que trabaje en Kosovo.

Como creo que han dicho nuestros tres visitantes,
el año pasado se hicieron progresos satisfactorios. No-
sotros, al igual que otros, esperamos que los recientes
acontecimientos políticos de la ex Yugoslavia lleven,
en el futuro cercano, a nuevos acontecimientos positi-
vos. Creo que la noticia de la Sra. Del Ponte acerca de
su intención de viajar a Belgrado y de la pronta rea-
pertura de la oficina del Tribunal Penal Internacional
para la ex Yugoslavia es una muy buena noticia.

La cuestión fundamental sigue siendo que los que
supuestamente han cometido crímenes de guerra y de
lesa humanidad deben ser sometidos a la justicia.

Simplemente quisiera hacer la observación, al igual
que lo ha hecho el Embajador Heinbecker, de que
incumbe a todos los miembros del Consejo respaldar
las instituciones que ellos han creado en vista de la
importancia que tiene la misión de ambos Tribunales.
Francamente, todavía hay demasiados acusados en
libertad. Esto debe preocuparnos a todos. En lo que al
Reino Unido respecta, hacemos un llamado a todos los
Estados para que cumplan con sus obligaciones, de
conformidad con las resoluciones del Consejo de
Seguridad y detengan a los acusados cuando éstos se
encuentren en su jurisdicción.

No es éste el momento de fijar una fecha para po-
ner fin a la jurisdicción temporal del Tribunal para la
ex Yugoslavia o a su mandato. Demasiados acusados
importantes siguen en libertad y una vez que se los ha-
ya enviado a La Haya tendremos una mejor idea de
cuándo el Tribunal podrá terminar sus trabajos.

Quisiera ahora centrar la atención en medidas pa-
ra acelerar la labor de los Tribunales. Como lo han di-
cho otros, actualmente un grupo de trabajo del Consejo
está estudiando las propuestas del Magistrado Jorda pa-
ra el nombramiento de magistrados adicionales ad li-
tem. Acogemos con beneplácito todas las propuestas
que tengan por objeto acelerar el proceso judicial. Cre-
emos �y pienso que lo dicho por mis colegas aquí lo
demuestra� que todos los miembros del Consejo de-
ben reconocer la importancia de avanzar rápidamente
en esta esfera. Sr. Presidente: Esperamos, como otros,
que durante su Presidencia podamos llegar a un acuer-
do respecto de las propuestas del Magistrado Jorda.

Creo que las cuestiones relativas a la indemniza-
ción y la participación de las víctimas, planteadas por
la Sra. Del Ponte, requerirán un ulterior estudio cuida-
doso. La participación de las víctimas puede desbrozar
nuevo terreno jurídico y, evidentemente, la cuestión
de la indemnización tiene consecuencias en materia de
recursos.

En cuanto al Tribunal para la ex Yugoslavia, apo-
yo plenamente las observaciones del Embajador Levitte
acerca de la necesidad de utilizar plenamente los recur-
sos humanos y de otro tipo de que dispone el Tribunal.
He escuchado atentamente los comentarios de la Ma-
gistrada Pillay en cuanto al uso de las Salas de Primera
Instancia. Espero que el Tribunal pueda concebir otras
formas de incrementar la eficiencia del uso de sus re-
cursos. Está claro que han existido problemas adminis-
trativos, y esperamos que la visita del consultor de la
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Corte pueda aclarar estas cosas, pero es evidentemente
importante que la Secretaría y otras secciones del Tri-
bunal funcionen eficaz y eficientemente y brinden un
servicio adecuado, efectivo y rápido.

Finalmente, tomé nota de la sugerencia de la Ma-
gistrada Pillay, repetida por la Sra. Del Ponte, sobre un
posible traslado del Tribunal a Kigali. Si bien entiendo
el deseo natural del pueblo y el Gobierno de Rwanda
de sentirse más incluidos en el proceso de los juicios,
quisiera decir que también esto requiere un examen
muy cuidadoso. Creo que el Consejo sería irresponsa-
ble si no tomara en cuenta las consecuencias en materia
de recursos y, habiendo establecido el Tribunal en
Arusha, es necesario tener cuidado de no apresurarse
demasiado a desmantelar lo que se ha establecido con
tanto costo y esmero.

Sr. Cappagli (Argentina): Querría comenzar
agradeciendo a los Presidentes de los Tribunales de
Rwanda y la ex Yugoslavia y a la Sra. Fiscal Principal
Del Ponte la exposición que han efectuado al Consejo y
la labor que realizan.

Años atrás el Consejo de Seguridad, guiado por la
necesidad de responder a la demanda de justicia frente
a los dramas de Yugoslavia y Rwanda, decidió estable-
cer tribunales penales especiales para juzgar los más
graves crímenes allí ocurridos.

El fin de la guerra fría, las nuevas relaciones de
poder del sistema internacional nacidas de ese hecho y
la verificación de que sólo el reinado de la justicia
afianza la paz construyeron el consenso necesario para
adoptar esta iniciativa revolucionaria, que la Argentina
apoyó desde sus orígenes, cuando no se sabía a ciencia
cierta si contaría con posibilidades de éxito e, incluso,
se cuestionaba su legitimidad.

A lo largo de estos años, el apoyo del Consejo, el
sostén financiero y político de muchos Estados y la
excelente calidad profesional de los jueces, fiscales y
funcionarios de ambos Tribunales permitieron obtener
resultados muy positivos. Estos resultados influyeron
en el campo de los derechos humanos, contribuyendo
en gran medida a la creación de la Corte Penal
Internacional.

Cuando en algunos años más culminen su labor
los tribunales especiales, la Corte Penal será el foro
internacional competente para juzgar este tipo de crí-
menes, y ya no se enfrentará la necesidad de crear re-
medios jurídicos especiales al producirse violaciones

masivas de derechos humanos, tal como el Consejo ha
debido hacerlo, incluso este mismo año. Para entonces
la humanidad habrá alcanzado uno de los más formida-
bles progresos que se hayan conocido en la lucha por
los derechos y libertades fundamentales de las perso-
nas. Es posible que sin el positivo impulso brindado
por la decisión de crear y sostener estos tribunales este
progreso sólo se hubiera podido alcanzar muchos años
más tarde.

Al examinar este año las presentaciones de la Fis-
cal Principal Sra. Del Ponte y del Presidente del Tribu-
nal para la ex Yugoslavia el Consejo advirtió que una
de las principales dificultades que se enfrenta reside en
la falta de cooperación de algunos Estados, lo cual
frustra la detención de los implicados en los crímenes.
Afortunadamente, se han producido este año avances
muy importantes. En los Balcanes, la evolución política
ocurrida en febrero en Croacia y recientemente en la ex
República Federativa de Yugoslavia permiten abrigar
esperanzas mucho más concretas de que mejore la coo-
peración con el Tribunal y se proceda a cumplir la
obligación de detener y someter al Tribunal a todos los
imputados.

Nos congratulamos de advertir que sólo durante
este año se ha capturado a la tercera parte de los 38 im-
putados actualmente arrestados. Como lo recordamos
en junio pasado y lo señalamos en anteriores ocasiones,
proceder a tales detenciones es una obligación de los
Estados.

Por su parte, el Tribunal de Rwanda, luego de so-
brellevar durante mucho tiempo inconvenientes admi-
nistrativos y de otro tipo, adoptó finalmente medidas
adecuadas para superarlos, recibió el apoyo de varios
países, permitiendo arrestar a determinados imputados,
y acaba de confirmar su primera condena por genocidio
a un Jefe de Gobierno.

Pese a todo, se enfrentan todavía varios inconve-
nientes importantes. El Tribunal para la ex Yugoslavia,
que ya ha alcanzado su máxima capacidad de trabajo,
debe, sin embargo, responder a una carga creciente de
tareas. Esto debe ser resuelto, evitando la paralización
o la prolongación excesiva de las detenciones y los jui-
cios. Para remediar esta situación, su Presidente soli-
citó en mayo que el Consejo adoptara un conjunto de
medidas, entre las que sobresalen la creación de jueces
ad litem y el incremento de los miembros de la Cámara
de Apelaciones. El Consejo de Seguridad estableció un
grupo de trabajo que se reunió en varias ocasiones.
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Altos funcionarios del Tribunal para la ex Yugoslavia
se desplazaron frecuentemente a Nueva York y analiza-
ron, junto con los miembros del Consejo, todas las du-
das que se presentaban, debatiéndolas en profundidad y
exhaustivamente. Este análisis ha permitido avanzar
decisivamente hacia su adopción.

 Advertimos con satisfacción que ha abierto
su camino la idea de que los jueces ad litem serán ele-
gidos lo que, a nuestro parecer, garantizará �como
lo señaláramos en junio pasado� su legitimidad pa-
ra juzgar. Creemos necesario, también, que al asig-
nar el juzgamiento de esos casos específicos a jueces
ad litem el Consejo se guíe por la premisa de garantizar
plenamente la independencia del Tribunal, asegurando
a los pueblos que han atravesado tan dramático con-
flicto la certeza de su imparcialidad.

Cree mi delegación que el Consejo se encuentra
ya suficientemente preparado para incorporar las re-
formas al Estatuto, las que resulta imperativo adoptar
tan pronto como sea posible. Mucho hubiéramos de-
seado que esta reunión hubiese sido la ocasión para ha-
cerlo. Abrigamos aún la esperanza de que podamos dar
este paso en lo queda de este año.

Sr. Lavrov (Federación de Rusia) (habla en ru-
so): También yo quiero dar las gracias a los Presidentes
de los Tribunales y a la Fiscal Principal por haber brin-
dado información al Consejo. Celebramos los esfuerzos
que realizan los magistrados a fin de mejorar la labor
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugosla-
via y del Tribunal Penal Internacional para Rwanda.
Comprendemos su descontento con el ritmo y los mé-
todos de operación de estos dos mecanismos judicia-
les. Al mismo tiempo, nos preocupan muchas otras co-
sas que analizamos en la Asamblea General el 20 de
noviembre.

Todos son perfectamente conscientes de que Ru-
sia ha venido señalando de forma consecuente, y du-
rante mucho tiempo, la cuestión de la constante distor-
sión de las actividades del Tribunal Penal Internacional
para la ex Yugoslavia. Hoy, aquí en el Consejo, a la
Sra. Carla Del Ponte le pareció posible decir que la po-
sición de Rusia carece de fundamentos y, al mismo
tiempo, quejarse de que el Gobierno de Rusia no la in-
vitó a Moscú. Creo que esas declaraciones no aportan
nada y son inadecuadas.

Las placas con nombre que están frente a noso-
tros son muy pequeñas y, por lo tanto, entiendo por qué
en la placa que está frente a la Sra. Carla Del Ponte

sólo dice �Fiscal Principal�. De hecho sabemos muy
bien que su título es Fiscal Principal del Tribunal Penal
Internacional para la ex Yugoslavia y del Tribunal Pe-
nal Internacional para Rwanda, pero esto no le da dere-
cho a hacer acusaciones en contra de los miembros del
Consejo, especialmente cuando ninguna de las pre-
guntas que hemos venido haciendo en el transcurso de
los años ha recibido una respuesta satisfactoria, aunque
la Sra. Del Ponte haya dicho que tiene las respuestas.

Por eso hoy, una vez más, creemos que es necesa-
rio plantear nuestra posición respecto del Tribunal Pe-
nal Internacional para la ex Yugoslavia y subrayar que
cuando fue establecido la comunidad internacional
consideró que desempeñaría un papel importante en la
solución de la crisis de la ex Yugoslavia y que lo haría
con independencia de las consideraciones políticas. Por
el contrario, desde su inicio, las actividades del Tribu-
nal para la ex Yugoslavia demostraron estar politizadas,
y el Tribunal adoptó una posición evidentemente anti-
serbia, cerrando a menudo los ojos a los casos de in-
cumplimiento de las normas del derecho internacional
humanitario por otras partes en el conflicto.

Cuando se recibió información acerca de posibles
violaciones por parte de la República Federativa de
Yugoslavia, la Fiscal Principal de inmediato lanzó acu-
saciones, como ocurrió en el caso de Kosovo, pero
cuando las poblaciones pacíficas estaban muriendo y se
estaban destruyendo objetivos civiles en Yugoslavia
como resultado de los ataques aéreos de la Organiza-
ción del Tratado del Atlántico del Norte (OTAN), el
Tribunal no encontró fundamentos para llevar a cabo
una investigación.

A pesar de nuestras múltiples solicitudes, hasta la
fecha los miembros del Consejo de Seguridad no
cuentan con información sobre el estado de las investi-
gaciones en torno a la tragedia de Racak.

En años recientes, en lugar de aplicar estricta-
mente las normas del derecho humanitario internacio-
nal, el Tribunal las ha enmendado reiteradamente según
ha estimado pertinente, y las ha interpretado a su con-
veniencia. Compartimos el criterio del Presidente de la
Corte Internacional en el sentido de que este tipo de
actividades constituye una amenaza para la integridad
del derecho internacional. A menudo hemos cuestiona-
do la práctica de la Fiscalía Principal de trasladar acu-
saciones selladas y transmitirlas no sólo a los Estados
sino también a los órganos internacionales. También
hemos dicho en muchas ocasiones que los acuerdos
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entre el Tribunal para la ex Yugoslavia y la OTAN no
son legítimos. Siguen siendo secretos y contravienen
las decisiones del Consejo de Seguridad; de hecho han
aprobado las acciones de los efectivos de la OTAN que
sirven en la Fuerza de Estabilización para atrapar a los
acusados. Durante esas operaciones hubo casos de
violaciones de las fronteras de Estados soberanos y
muchos sospechosos asesinados. El caso más reciente
tuvo lugar en octubre pasado.

Queremos preguntar si la comunidad internacio-
nal debe financiar esas actividades del Tribunal para la
ex Yugoslavia, que van más allá de su mandato y debi-
litan la confianza en la imparcialidad y la justicia de
sus medidas. Rusia cree que, habida cuenta de los re-
cientes acontecimientos ocurridos en los Balcanes, es
necesario que se lleve a cabo un examen exhaustivo de
las actividades del Tribunal para la ex Yugoslavia para
aclarar el alcance de su labor, sus métodos de trabajo y
la duración de sus funciones.

El Tribunal fue creado en condiciones históricas
muy diferentes como un órgano especial destinado a
restablecer y mantener la paz en la región. Ahora escu-
chamos el pronóstico de que el Tribunal Internacional
para la ex Yugoslavia necesitará de 15 a 20 años más,
lo que nos lleva a preguntarnos seriamente el motivo
por el cual un órgano temporario debe funcionar du-
rante tanto tiempo. Aparte de los aspectos políticos cla-
ros, es necesario considerar también la colosal carga
financiera �alrededor de 1.500 a 2.000 millones de
dólares� que las Naciones Unidas deberán enfrentar si
el Tribunal continúa funcionando durante tanto tiempo.

En ese sentido, tenemos una postura positiva con
respecto a la propuesta de mejorar la eficacia del Tri-
bunal y acelerar sus actividades judiciales por medio,
entre otras cosas, del fortalecimiento de la Sala de
Apelaciones creando un grupo de magistrados ad litem
y haciendo un uso más activo de las facultades de los
magistrados de alto rango durante la etapa preliminar.

Al mismo tiempo, consideramos importante otor-
gar máxima consideración a otros aspectos de las acti-
vidades del Tribunal y examinar otras recomendaciones
y criterios, particularmente las recomendaciones que se
encuentran en el informe del Grupo de Expertos encar-
gado de evaluar la eficacia de las actividades y el fun-
cionamiento del Tribunal Internacional para la ex Yu-
goslavia y del Tribunal Penal Internacional para Rwan-
da, anexado al documento S/2000/597. Consideramos
que ha llegado el momento de fijar más claramente la

índole provisional de la jurisdicción del Tribunal Inter-
nacional para la ex Yugoslavia de conformidad con las
disposiciones de la resolución 827 (1993) del Consejo
de Seguridad, de 25 de mayo de 1993.

No debemos olvidar que la responsabilidad prin-
cipal de castigar a aquellos culpables de burdas viola-
ciones del derecho humanitario internacional sigue co-
rrespondiendo al Estado. Se supone que el Tribunal se
ha de concentrar sobre delitos particulares cuando el
Estado, por razones diversas, no se encuentra en condi-
ciones de investigarlos en forma independiente o cuan-
do existen serios motivos para pensar que las investi-
gaciones criminales nacionales no serían imparciales o
independientes. Hablo con tanto detalle simplemente
para recordar a los miembros y a los que se encuentran
presentes en esta sesión las condiciones en las cuales se
creó el Tribunal, para que no parezca que alguien ha
inventado todo esto.

Hay que acelerar la administración de justicia no
sólo a través del incremento del número de magistrados
en el Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia sino
también aclarando las prioridades de la tarea del Fiscal,
asegurando una interacción más estrecha entre el Tri-
bunal y los sistemas judiciales nacionales de los Esta-
dos de la ex Yugoslavia y, en especial, vigilando que el
Tribunal aplique estrictamente todas las disposiciones
de su estatuto y de las resoluciones pertinentes del
Consejo de Seguridad.

En lo que se refiere al Tribunal Penal Internacio-
nal para Rwanda, consideramos que en la actualidad su
labor no satisface adecuadamente los propósitos para
los cuales fue creado. Su procesamiento de personas
responsables de genocidio, crímenes de guerra y crí-
menes de lesa humanidad sigue siendo, lamentable-
mente, lento y no muy eficaz. Comprendemos que el
Tribunal para Rwanda se vio obligado a comenzar su
labor desde cero y que al realizar su trabajo es impor-
tante que resuelva sus problemas administrativos y de
funcionamiento. Quienes dirigen al Tribunal están tra-
bajando arduamente con respecto a estas cuestiones.

Al mismo tiempo, durante los seis años de fun-
cionamiento del Tribunal, sólo ha sido capaz de dictar
siete sentencias; 42 personas siguen detenidas, 35 de
las cuales están aguardando ser sometidas a juicio. To-
dos los años hemos observado un aumento constante en
el presupuesto y el personal del Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda. Aquí también deseamos hacer re-
ferencia al informe del Grupo de Expertos, que contie-
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ne recomendaciones para solucionar los problemas en
las actividades de dicho Tribunal.

Permítaseme finalizar diciendo que la Federación
de Rusia está dispuesta a seguir apoyando los empeños
por remediar las deficiencias y los problemas de orga-
nización en la labor de los Tribunales para la ex Yu-
goslavia y para Rwanda a fin de asegurar que funcio-
nen de acuerdo con los mandatos aprobados por el
Consejo de Seguridad.

Sr. Mohammad Kamal (Malasia) (habla en in-
glés): Mi delegación da una cálida bienvenida en el
Salón del Consejo al Magistrado Claude Jorda, Presi-
dente del Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia,
la Magistrada Navanethem Pillay, Presidenta del Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda, y la Sra. Carla
Del Ponte, Fiscal de ambos Tribunales. Les agradece-
mos su muy útil y franca información de esta mañana y
los informes anuales de los Tribunales, que ahora exa-
mina el Consejo.

Malasia considera que la creación de estos dos
Tribunales especiales es un importante hito en la apli-
cación del derecho internacional con respecto al enjui-
ciamiento de personas acusadas de cometer crímenes
de guerra, genocidio y crímenes de lesa humanidad.
Malasia sigue preocupada por las largas demoras en-
frentadas por los Tribunales. No obstante, agradecemos
el profundo análisis de la labor de los Tribunales que se
ha presentado al Consejo y reconocemos el carácter
amplio de las propuestas, todas las cuales tienen el
propósito de asegurar el funcionamiento eficiente y
eficaz de los Tribunales.

Estamos a favor de un enfoque simplificado y
pragmático con respecto a la consideración de la pro-
puesta reforma del funcionamiento y la estructura de
los Tribunales, que lleve a acelerar el proceso de juicio
sin sacrificar o comprometer la calidad de ese proceso.
En esta coyuntura, Malasia no se pronunciará sobre los
aspectos concretos de las diversas recomendaciones,
pues aún están siendo debatidas activamente por el
Consejo a nivel del grupo de trabajo. Baste con decir
que encontramos que las propuestas presentadas por los
Tribunales tienen un gran mérito y merecen la seria
atención y consideración del Consejo. Hemos sido y se-
guiremos siendo constructivos en nuestro enfoque. Con-
fiamos en que el Consejo ha de arribar, en su debido
momento, a las decisiones adecuadas sobre las diversas
propuestas y recomendaciones que se le presentaron.

Para la comunidad internacional es sumamente
importante impartir justicia a las personas que han sido
acusadas de crímenes de guerra, genocidio y otros crí-
menes de lesa humanidad, no sólo para afirmar nuestra
humanidad y nuestros valores comunes sino también
para satisfacer la necesidad política pragmática de co-
rregir errores anteriores por medio del proceso jurídico,
contribuyendo así concretamente al proceso de cicatri-
zación y reconciliación en ambas regiones, sin lo cual
no habrá paz viable en los países de que se trata.

Deseamos elogiar la manera en que la Dependen-
cia de Protección de Víctimas y Testigos de los Tribu-
nales ha encarado la importante cuestión de brindar
medidas de protección para los testigos que se presen-
tan a los Tribunales y de proporcionar asesoramiento y
apoyo, incluso por expertos en cuestiones de género.
Deseamos elogiar también a la comunidad de organiza-
ciones no gubernamentales por sus aportes y ayuda a
este respecto.

La cooperación de los Estados Miembros es su-
mamente importante para que se realice con éxito la ta-
rea de los Tribunales. Esto es particularmente cierto
con respecto a la ejecución de autos de detención, la
detención provisional y el traslado de sospechosos y de
personas acusadas a las sedes de los Tribunales. Es cla-
ro que la ejecución rápida y eficaz de los autos de de-
tención emitidos por los Tribunales ha sido y continua-
rá siendo fundamental para el funcionamiento eficaz de
los Tribunales. En ese sentido, estamos de acuerdo con
el representante de Bangladesh, que en su declaración
de hace un momento dijo que justicia demorada es jus-
ticia negada.

Tomamos nota con satisfacción de que, aunque
imperfecta y todavía problemática, la cooperación entre
los Estados Miembros y el Tribunal ha mejorado, se
han enviado muchas pruebas al Tribunal para la ex Yu-
goslavia y ha aumentado de forma significativa la de-
tención de acusados. Sin embargo, nos preocupa pro-
fundamente que algunos criminales acusados bien co-
nocidos no hayan sido detenidos, aunque se les acusara
hace cinco años. Hacemos un llamamiento a todos los
Estados Miembros de la Organización, en particular a
la República Federativa de Yugoslavia, para que pres-
ten su cooperación plena al Tribunal a fin de lograr una
paz duradera en los Balcanes.

Para terminar, los Tribunales merecen el apoyo
sin reservas y el aliento del Consejo en todos los as-
pectos de su trabajo. El Consejo de Seguridad y el resto
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de la comunidad internacional deben abordar seria-
mente la cuestión de los acusados de crímenes de gue-
rra que siguen en libertad. Como ha declarado con ra-
zón el Magistrado Claude Jorda en su exposición de
esta mañana, el Tribunal Internacional es el garante de
la paz y la seguridad de la humanidad. La paz sin
justicia es como la música sin instrumentos.

Sr. Wang Yingfan (China) (habla en chino):
Quiero empezar dando las gracias al Presidente Jorda
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia,
a la Presidenta Pillay del Tribunal Penal Internacional
para Rwanda y a la Fiscal Principal de ambos Tribuna-
les, Sra. Del Ponte, por sus exposiciones, que nos han
brindado una base útil para nuestro examen anual de su
trabajo.

Como instituciones internacionales penales de
justicia creadas por el Consejo de Seguridad, la inde-
pendencia y la imparcialidad de los Tribunales revisten
una importancia capital. Al crear estos Tribunales es-
peciales el Consejo de Seguridad tenía dos objetivos.
Por una parte, los Tribunales tenían como finalidad
someter a un juicio justo a los acusados de violaciones
graves del derecho internacional humanitario y hacer
justicia a las víctimas de los crímenes en cuestión y, al
mismo tiempo, tratar de evitar que se volvieran a per-
petrar en el futuro atrocidades similares. Por otra parte,
los Tribunales deberían facilitar la paz y la reconcilia-
ción de las regiones afectadas. En las resoluciones 808
(1993), 827 (1993), 955 (1994), 1165 (1998) y 1166
(1998) del Consejo de Seguridad se subrayaba que la
labor de los Tribunales especiales había contribuido al
proceso de reconciliación nacional y al restableci-
miento de la paz y la seguridad en las regiones y países
afectados. En el desempeño de sus funciones, los Tri-
bunales especiales deben tener en cuenta esta doble
función antes mencionada y deben cumplir plenamente
su misión de forma justa.

Se han logrado avances importantes en muchos
aspectos del trabajo del Tribunal. Sin embargo, hemos
encontrado imperfecciones considerables en su funcio-
namiento. Tenemos serias reservas acerca de la conclu-
sión de la Fiscal Principal en el sentido de que no hay
base para iniciar una investigación de las alegaciones
de delitos o violaciones graves del derecho internacio-
nal humanitario cometidos durante los bombardeos de
la Organización del Tratado del Atlántico del Norte
(OTAN) contra la República Federativa de Yugoslavia.

Apoyamos en principio las propuestas del Tribu-
nal para la ex Yugoslavia de reformar el Tribunal me-
diante la adopción de medidas eficaces para acelerar
sus procedimientos con miras a cumplir su mandato en
un plazo razonable. No creemos que un simple au-
mento de su capacidad de juzgar sea suficiente para
cumplir ese objetivo. Consideramos que, habida cuenta
de los importantes cambios políticos ocurridos en la ex
Yugoslavia, el Consejo debe fijar en forma oportuna la
fecha final de la jurisdicción temporal del Tribunal. En
ese sentido, apoyamos las opiniones expresadas por el
representante ruso.

Además, el Tribunal debe analizar otras medidas
para reducir su carga de trabajo. Por ejemplo, cuando
las condiciones lo permitan, algunos casos relativos a
delitos cometidos por personas de menor nivel deben
transferirse a los tribunales nacionales de los países de
la ex Yugoslavia. También se debe estudiar la posibili-
dad de recurrir a algún tipo de proceso de verdad y re-
conciliación. En nuestra opinión, todos estos temas de-
ben estudiarse y discutirse seriamente dentro del marco
del Grupo de Trabajo oficioso del Consejo sobre los
Tribunales especiales.

Antes de terminar quisiera decir que hemos
tomado nota del optimismo expresado por el Tribunal
en el párrafo 350 de su séptimo informe (S/2000/777)
en el sentido de que podría terminar su cometido, al
menos en cuanto a las causas en primera instancia,
en el año 2007. Estamos dispuestos a estudiar
activamente las medidas necesarias para lograr ese
objetivo temporal.

Sra. Durrant (Jamaica) (habla en inglés): Jamai-
ca acoge con beneplácito la presencia del Magistra-
do Claude Jorda, Presidente del Tribunal Penal Interna-
cional para la ex Yugoslavia; de la Magistrada Pillay,
Presidenta del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda; y de la Sra. Carla Del Ponte, Fiscal Principal
de ambos Tribunales. Les damos las gracias por sus
exposiciones informativas, que nos brindan un marco
para que el Consejo pueda examinar la labor de los
Tribunales.

Los Tribunales se crearon para llevar ante la jus-
ticia a los culpables de crímenes de guerra, ayudando
así a crear un nuevo entorno en el que se pueda dejar
atrás el pasado y echar los cimientos para la reconcilia-
ción posterior. Por consiguiente, es imperativo que si-
gamos apoyando la labor de los Tribunales, que tratan
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de cumplir los mandatos que les confió el Consejo de
Seguridad.

Con relación al trabajo del Tribunal para la ex
Yugoslavia, todos hemos reconocido la importancia de
que el Tribunal termine su labor en el plazo más breve
posible. Seguimos creyendo que, como acaba de repetir
mi colega de Malasia, la justicia demorada es justicia
denegada. Por eso el Consejo de Seguridad debe tomar
medidas rápidamente respecto de las recomendacio-
nes que estamos estudiando. El Grupo de Trabajo esta-
blecido por el Consejo para evaluar y aplicar esas re-
comendaciones ha estado progresando de manera ade-
cuada y parece existir un amplio consenso sobre el au-
mento de la capacidad de las Salas de Primera Instan-
cia y la utilización de los servicios de magistrados
ad litem. Todavía tenemos que determinar la mejor ma-
nera de enmendar el Estatuto para dar cabida a esas
propuestas. En cuanto al proceso de selección y nom-
bramiento de magistrados ad litem �si decidimos que
deben nombrarse� mi delegación está a favor de que
se haga mediante un proceso de elección en el que se
tenga en cuenta el principio de distribución geográfica
equitativa así como la representación de los distintos
sistemas jurídicos del mundo. Confiamos en que el
Consejo pueda completar pronto ese trabajo a fin de
brindar al Tribunal los instrumentos esenciales para el
cumplimiento de su misión.

Se han presentado otras cuestiones a la conside-
ración del Consejo, incluida la indemnización a las
personas detenidas, acusadas o condenadas errónea-
mente. Esta es una cuestión que creemos que hay que
estudiar con sumo cuidado. Tenemos que dejar muy en
claro a quién debe indemnizarse, la forma en que se in-
demniza y sus consecuencias para la labor del Tribunal
y para las Naciones Unidas.

Con relación a Rwanda, nos ha complacido saber
por la Magistrada Pillay que a pesar de los retrasos ini-
ciales en el avance de las causas, cabe esperar que el
Tribunal Penal Internacional para Rwanda complete los
juicios de los actuales acusados dentro del período es-
tablecido en el Estatuto. También nos ha complacido
oírle decir que hay señales de mejora del ambiente en
Rwanda como resultado de la labor del Tribunal.

Los recientes acontecimientos políticos que han
tenido lugar en los Balcanes han proporcionado un im-
pulso adicional para la pronta finalización del trabajo
del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia.
El panorama político actual es distinto al de hace unos

años. Tomamos nota con agrado de que ha mejorado la
cooperación entre los Estados interesados y el Tribunal,
y tenemos la esperanza de que esta tendencia continúe.
Se debe examinar las propuestas que ha hecho hoy la
Fiscal Principal, concretamente las que están encami-
nadas a hacer justicia en los Balcanes, y algunas dispo-
siciones restrictivas en el Estatuto, que limitan la juris-
dicción del Tribunal Penal Internacional para la ex Yu-
goslavia, y se debe tomar medidas al respecto.

Para terminar, mi delegación desea encomiar la
labor realizada por los Presidentes de los Tribunales, la
Fiscal Principal, los Magistrados y los funcionarios, y
asegurarles que cuentan con nuestro apoyo constante.

Sr. Krokhmal (Ucrania) (habla en inglés):
Sr. Presidente: Deseo dar la bienvenida a la Magistrada
Pillay, al Magistrado Jorda y a la Fiscal Principal Del
Ponte, y agradecerles las completas e interesantes ex-
posiciones informativas que nos han brindado. Deseo
asimismo aprovechar esta oportunidad para rendir tri-
buto a todos los magistrados de los Tribunales por su
entrega en el trabajo y sus incansables esfuerzos en el
cumplimiento de sus funciones.

Hace alrededor de seis meses el Consejo se ocupó
en una sesión abierta del informe Carlsson sobre el ge-
nocidio de Rwanda, y ese debate todavía permanece
vivo en nuestro recuerdo. Más adelante, este año, el
Consejo de Seguridad adoptó una declaración presi-
dencial con motivo del aniversario de la matanza que
siguió a la caída de Srebrenica.

Esos acontecimientos trágicos se convirtieron de
alguna manera en símbolos de las deficiencias más pe-
nosas de esta Organización, e instaron a un serio re-
planteamiento de las políticas y las normas de las Na-
ciones Unidas en diversas esferas, incluidos el mante-
nimiento de la paz, la gestión y la prevención de los
conflictos, y otras. La magnitud y la brutalidad de los
crímenes perpetrados en la ex Yugoslavia y Rwanda así
como la necesidad de imponer el respeto por el derecho
humanitario internacional en el futuro exigieron la
creación de un sistema de justicia penal universal vero-
símil, que culminó más tarde en la adopción del Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

Los debates anteriores celebrados en el Consejo y
en la Asamblea General, incluido el debate de ayer,
subrayan el importante papel que desempeñan los Tri-
bunales en la administración de justicia y en la cura-
ción de las heridas provocadas por las tragedias huma-
nas que sacudieron a Rwanda y a la ex Yugoslavia. No



n0075594.doc 25

S/PV.4229

menos importante es la función que desempeñan en
el proceso de reconciliación y restablecimiento de la
paz en sus regiones respectivas. Por tanto, es indispen-
sable que estas instituciones judiciales mantengan las
normas más elevadas de imparcialidad y que en sus ac-
tividades permanezcan ajenas a cualquier considera-
ción política. Aunque, como hemos visto, esta sea una
de las tareas más difíciles de lograr, sigue siendo
un componente indispensable para que la labor de los
Tribunales sea eficaz.

Mi delegación toma nota del último informe so-
bre la labor del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda que presentó ayer la Magistrada Pillay y que
fue debatido en la Asamblea. Cabe citar que a pesar de
las dificultades importantes y de los problemas que ha
enfrentado el Tribunal Penal Internacional para Rwan-
da, los acontecimientos ocurridos desde noviembre de
1999 nos han dado motivos para sentirnos optimistas.
La reanudación de la cooperación entre Rwanda y el
Tribunal para Rwanda y la reciente inauguración del
Centro de Información y Documentación; el mayor
número de detenciones de altos funcionarios que parti-
ciparon en las masacres de 1994 y su traslado al Tribu-
nal para Rwanda, incluido el traslado del Sr. Ntakiru-
timana a Arusha; el aumento de la cooperación de los
Estados africanos en la persecución, la detención y el
transporte de los sospechosos acusados a Arusha; el
creciente número de sentencias dictaminadas por el
Tribunal, la gestión exitosa de muchas dificultades ad-
ministrativas y logísticas y muchos otros aconteci-
mientos son señales de que el Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda mejoró su actuación el año pasado.

Nos agradan especialmente los esfuerzos del Tri-
bunal por garantizar que el gran número de casos pre-
sentados al Tribunal para Rwanda y el alto número de
peticiones presentadas por las partes en los casos no
detengan o prolonguen los juicios. El caso Barayagwi-
za es un precedente desafortunado que no debe repetir-
se. En este sentido, acogemos con beneplácito las me-
didas adicionales adoptadas por la Oficina del Fiscal y
por los magistrados del Tribunal para Rwanda encami-
nadas a identificar problemas y a reducir los retrasos en
el futuro, en particular las enmiendas a las Reglas de
Procedimiento y Prueba, que permitieron que las peti-
ciones preliminares al juicio se despachasen con mayor
celeridad. Acojo con agrado la intención de la Fiscal de
exigir a las Salas de Primera Instancia que celebren
juicios en Rwanda.

También deseamos destacar el importante papel
desempeñado por el Tribunal Penal Internacional para
la ex Yugoslavia con respecto a lograr cambios signifi-
cativos en la escena política de los Balcanes al año pa-
sado. Al contribuir a esos cambios ha llevado a cabo
con éxito la parte principal de su mandato, cuyo objeti-
vo es el restablecimiento de la paz en la región. Por
tanto, consideramos que es muy adecuada la conclusión
de los magistrados del Tribunal para la ex Yugoslavia
en el sentido de que el Tribunal ha alcanzado un punto
culminante de su historia.

Esta situación exige un examen cuidadoso de mu-
chos aspectos de la labor del Tribunal en las nuevas
circunstancias. A principios de este año, anticipándose
a los cambios, los magistrados del Tribunal realizaron
un análisis de sus actividades orientado hacia el futuro,
que incluyó aspectos como la planificación del funcio-
namiento del Tribunal a largo plazo, la duración de su
mandato y las relaciones con la Corte Penal Internacio-
nal en el futuro. Mi delegación acoge con beneplácito
estas iniciativas y apoya plenamente la labor del Grupo
de Trabajo del Consejo, creado para abordar todos
estos aspectos de manera global.

Por otra parte, nos complace observar la cons-
tante labor del Tribunal relativa a la aplicación de las
recomendaciones del Grupo de Expertos, pedida por el
Secretario General con arreglo a las resoluciones
53/212 y 53/213 de la Asamblea General, incluidas las
medidas ya adoptadas por el Tribunal para la ex
Yugoslavia para acelerar los procedimientos.

El objetivo de cumplir su mandato en el menor
tiempo posible, posiblemente en 2007, como se afirma
en la declaración del Magistrado Jorda, o incluso antes,
exige que se adopten medidas más decisivas en distin-
tas direcciones. Si bien reconozco la enorme carga de
trabajo que enfrenta el Tribunal y la previsible prolife-
ración de casos tras la apertura de las investigaciones
adicionales por parte de la Fiscalía, no puedo sino re-
cordar que el mejoramiento de la situación política en
los Balcanes, el desarrollo de las instituciones demo-
cráticas y el fortalecimiento de los sistemas judiciales
nacionales hacen que sea posible y viable que el Tribu-
nal utilice plenamente los mecanismos existentes bajo
el Estatuto y sus Reglas de Procedimiento y Prueba pa-
ra trasladar su competencia sobre casos específicos a
los tribunales nacionales de la ex Yugoslavia que ten-
gan jurisdicción coincidente para enjuiciar a las perso-
nas que hayan cometido violaciones graves del derecho
internacional humanitario y trasladar a los acusados, si
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están bajo custodia del Tribunal, a las autoridades del
Estado interesado.

La supervisión por la Fiscalía de los procedi-
mientos pertinentes ante los tribunales nacionales,
junto con la posibilidad que tiene el Tribunal de anular
la orden y pedir la remisión de un caso a la jurisdicción
del Tribunal para la ex Yugoslavia, garantizará la im-
parcialidad, la justicia y la integridad de esos juicios en
los tribunales nacionales. Esto, a su vez, aliviaría sus-
tancialmente la carga de trabajo del Tribunal Interna-
cional para la ex Yugoslavia y le permitiría concentrar-
se en los casos más importantes y en la acusación de
los que tienen la mayor responsabilidad por los críme-
nes perpetrados dentro de la jurisdicción del Tribunal.
Incuestionablemente, esto alentaría a los Estados a co-
operar con el Tribunal. Mi delegación defenderá este
enfoque en las futuras reuniones del grupo de trabajo.

Mi delegación toma nota de la solicitud presentada
por la Fiscal Principal de que se modifique el artículo 5
del Estatuto del Tribunal Internacional para la ex Yu-
goslavia. Consideramos que esa solicitud es muy intere-
sante y la estudiaremos detenidamente.

Como ya señaló mi delegación en ocasiones ante-
riores, la falta de magistrados de Europa oriental en el
Tribunal es una cuestión que nos preocupa. Es difícil
imaginar al Tribunal Internacional para Rwanda sin
magistrados africanos. La amplia representación de jue-
ces de todos los grupos regionales en el Tribunal �co-
mo ocurre prácticamente en todos los órganos de las
Naciones Unidas, incluido el Tribunal Internacional pa-
ra Rwanda�, es un aspecto importante para la eficacia
y la credibilidad de ese órgano. Hemos presentado pro-
puestas pertinentes para que se modifique el Estatuto
del Tribunal y hacemos un llamamiento a las demás
delegaciones para que las consideren positivamente.

Espero que esta crítica a la composición del Tri-
bunal Internacional para la ex Yugoslavia no la inter-
preten los funcionarios del Tribunal como una cuestión
sin fundamento. Creemos firmemente que los Estados
Miembros deben expresar sus opiniones para que pueda
mejorar la labor de los órganos judiciales establecidos
por el Consejo de Seguridad, y que todas las opiniones
deben respetarse.

Sr. Ouane (Malí) (habla en francés): Me hago
eco de los oradores que me han precedido para dar una
cordial bienvenida al Consejo de Seguridad al Magis-
trado Jorda, Presidente del Tribunal Penal Internacional
para la ex Yugoslavia, a la Sra. Pillay, Presidenta del

Tribunal Penal Internacional para Rwanda, y a la Sra.
Carla Del Ponte, Fiscal de ambos Tribunales. Además,
felicito a nuestros tres invitados por sus exhaustivas
exposiciones informativas sobre el estado de los tra-
bajos y las actividades de los Tribunales y sobre el es-
tado de los enjuiciamientos ya iniciados contra los res-
ponsables de los graves crímenes cometidos en los te-
rritorios de la ex Yugoslavia y de Rwanda.

Malí considera que los Tribunales Penales Inter-
nacionales para la ex Yugoslavia y para Rwanda están
investidos de una responsabilidad histórica especial.
Por lo tanto, deben ser funcionales y fiables. En efecto,
el trabajo de estos Tribunales es sumamente importan-
te, ya que se instituyeron con el objetivo de poner fin a
la impunidad, de la que siguen gozando hasta el día de
hoy algunos de los que perpetraron los crímenes más
odiosos, a saber, los crímenes de lesa humanidad, los
crímenes de guerra y el genocidio. Asimismo, ambos
Tribunales constituyen, por su papel pionero, referen-
cias importantes para los trabajos que realiza la Comi-
sión Preparatoria para el establecimiento de la Corte
Penal Internacional. En este sentido, mi delegación ex-
presa al Presidente Jorda, a la Sra. Pillay y a la Sra.
Carla Del Ponte, así como a los magistrados de los tri-
bunales, su satisfacción por sus constructivas propues-
tas dirigidas a mejorar el funcionamiento y la eficacia
de los Tribunales Penales Internacionales. Acogemos
favorablemente esas propuestas y hacemos votos por
que el Consejo de Seguridad tome muy pronto las deci-
siones apropiadas sobre las propuestas de modificación
de los Estatutos que se han presentado con el propósito
de aumentar la eficacia de la labor realizada por los
Tribunales.

En el marco del Tribunal Internacional para la ex
Yugoslavia, mi delegación celebra los importantes cam-
bios políticos que se han producido en la región de los
Balcanes y encomia la reciente decisión de volver a abrir
una oficina del Tribunal en Belgrado. Eso constituye una
señal alentadora y es prueba de la voluntad de las nuevas
autoridades yugoslavas de cooperar plenamente con el
Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia.

En lo que se refiere al Tribunal Penal Internacional
para Rwanda, mi delegación aplaude la condena a cade-
na perpetua del Sr. Jean Kambanda, ex Primer Ministro,
por su participación en el genocidio. Se trata �¿hace
falta recordarlo?� no solamente de la confirmación de
la sentencia que se dictó en la primera instancia, sino
también de la contribución del Tribunal a la definición
del crimen de genocidio. En efecto, el Tribunal Penal
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Internacional para Rwanda es el primer tribunal interna-
cional que ha dictado una sentencia por el crimen de ge-
nocidio y la condena en el caso Kambanda significa que
de ahora en adelante los actos de violencia, indepen-
dientemente de la función o el rango de quien los lleve a
cabo, jamás deberán quedar impune.

Los Tribunales Penales Internacionales, que tie-
nen la misma Fiscal y comparten la misma Sala de
Apelaciones, no disponen, como se sabe, de ningún
medio de coerción propio. En este sentido, dependen
totalmente de los Estados. Pero como bien nos explica-
ron nuestros tres invitados de esta mañana, la coopera-
ción de los Estados con ambos Tribunales es una obli-
gación absoluta. Los Estados Miembros deben ayudar a
que comparezcan ante la justicia los acusados que se
encuentren en sus territorios, porque, como acertada-
mente señaló el Magistrado Jorda, esas personas ponen
gravemente en peligro el orden público internacional,
del que es garante nuestro Consejo.

La cooperación de los Estados es igualmente im-
portante en lo que atañe a las condenas dictadas por el
Tribunal Penal Internacional para Rwanda. A este res-
pecto, me permito recordar que, respondiendo favora-
blemente al llamamiento hecho por el Secretario Gene-
ral a los Estados Miembros, Malí fue el primer país en
aceptar acoger en sus prisiones a las personas condena-
das por el Tribunal Penal Internacional para Rwanda
que actualmente purgan su condena en prisiones de
Malí. Se trata de un apoyo positivo a la labor del Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda, que trabaja en
pro de la justicia, la reconciliación nacional en Rwanda
y el fin de la cultura de la impunidad. Mi delegación se
une al Secretario General, así como a los representan-
tes de los Tribunales aquí presentes, para exhortar a los
Estados Miembros a que fortalezcan su cooperación
con el Tribunal Penal Internacional para Rwanda.

Para concluir, quiero asegurar a los Presidentes
Jorda y Pillay, así como a la Fiscal Del Ponte, el apoyo
de mi delegación a todas las medidas que han empren-
dido y que tienen por objeto llevar ante la justicia a los
responsables al más alto nivel de las violaciones más
graves del derecho internacional humanitario.

Sra. Ashipala-Musavyi (Namibia) (habla en in-
glés):  Yo también quiero aprovechar esta oportunidad
para dar la bienvenida entre nosotros a los Magistrados
Jorda y Pillay y a la Fiscal Del Ponte, y agradecerles la
amplia y útil información que nos han proporcionado.

Mi delegación ha venido prestando una atención
especial al trabajo de los Tribunales, tanto en La Haya
como en Arusha, y en este sentido les damos las gra-
cias por las propuestas innovadoras y pragmáticas que
han presentado para mejorar la calidad de la gestión de
los juicios, acelerar el trabajo de los Tribunales y dis-
minuir su carga de trabajo, protegiendo al mismo tiem-
po la calidad y eficacia de sus actuaciones.

En este contexto, mi delegación también aprecia
la información que proporcionaron �incluidas las con-
secuencias financieras sobre los recursos humanos y
logísticos� la Oficina del Presidente Jorda y la Divi-
sión de Asuntos Jurídicos de la Secretaría al grupo de
trabajo especial para su examen de las propuestas pre-
sentadas anteriormente al Consejo de Seguridad. De
hecho, coincidimos con otras delegaciones en el senti-
do de que para que el Tribunal cumpla con su cometido
deben hacerse cambios a su Estatuto y por esa razón mi
delegación ha expresado en más de una ocasión su dis-
posición a trabajar junto con otras delegaciones en el
Consejo de Seguridad.

Aunque Namibia sigue participando en la labor
del Grupo de Trabajo especial del Consejo de Seguri-
dad que examina las propuestas del Magistrado �cuya
labor esperamos que facilite en su momento la creación
de un grupo de magistrados ad litem—  lo hacemos
siendo plenamente conscientes de las responsabilidades
del Consejo de Seguridad y de la Asamblea General,
así como de la función de la Oficina del Secretario Ge-
neral. También reconocemos lo mucho que ha avanza-
do el Grupo de Trabajo especial gracias a sus consultas
oficiosas sobre distintas cuestiones, incluido el proceso
de selección. No obstante, sería presuntuoso por parte
de mi delegación decir más ya que el Grupo de Trabajo
está reuniendo una serie de propuestas amplias en rela-
ción con estos artículos concretos del Estatuto.

En cuanto a la idea de la indemnización, mi dele-
gación contempla con flexibilidad la posibilidad de
enmendar el Estatuto del Tribunal para tratar de resol-
ver la cuestión de la indemnización y la participación
de las víctimas de delitos que son competencia del Tri-
bunal. A este respecto, tomamos nota de la resolu-
ción 40/34 de la Asamblea General, de 29 de noviem-
bre de 1985. No obstante, pensamos que habría que
estudiar debidamente esta cuestión dentro de los lími-
tes de los recursos disponibles.

Sr. Ben Yousef (Túnez) (habla en francés): Per-
mítaseme unirme a las demás delegaciones para dar las
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gracias al Magistrado Jorda, a la Magistrada Pillay y a
la Fiscal Carla del Ponte por sus detalladas exposicio-
nes y por la actualización de la labor realizada por los
dos Tribunales.

Mi delegación comparte los diferentes puntos de
vista manifestados por varias delegaciones que me han
precedido relativos a la importancia de examinar las
propuestas que han presentado nuestros invitados. No
obstante, mi delegación se suma también a la propuesta
de Malasia, que ha subrayado la importancia de tener
en cuenta estas propuestas y a la vez dar más tiempo al
Grupo de Expertos que está examinando esta cuestión,
permaneciendo también abiertos ante cualquier pro-
puesta nueva.

Mi delegación desea señalar que acoge favora-
blemente la creación del Grupo de Expertos del Con-
sejo encargado de estudiar la cuestión de la reforma de
los procedimientos y el Estatuto de los Tribunales In-
ternacionales para la ex Yugoslavia y para Rwanda, pa-
ra reforzar los esfuerzos desplegados hasta ahora por
los magistrados de los dos Tribunales, sobre todo me-
diante el recurso al servicio de los magistrados ad li-
tem. Mi delegación aprovecha esta oportunidad, como
lo ha señalado ya el representante de la delegación de
Ucrania, para subrayar y reiterar su adhesión a la nece-
sidad de respetar, tanto en la selección debida de estos
magistrados como en su designación para las Salas de
Primera Instancia, una distribución geográfica equitati-
va a fin de tener en cuenta los principales sistemas ju-
rídicos del mundo.

Esto es tanto más importante porque, como lo se-
ñaló juiciosamente la Presidenta del Tribunal Interna-
cional para Rwanda durante su intervención ante la
Asamblea General, la jurisprudencia que elaboran estos
dos Tribunales ha permitido que el concepto de respon-
sabilidad penal individual obtenga reconocimiento in-
ternacional. Efectivamente, la creación de un sistema
internacional de justicia ha permitido proporcionar un
nuevo recurso a un mundo que buscaba desesperada-
mente en la primacía del derecho una alternativa a la
fuerza. A nuestro juicio, la primacía del derecho a es-
cala internacional es un medio fundamental para ins-
taurar la paz tanto en Rwanda como en la subregión y
en la ex Yugoslavia, donde los últimos acontecimientos
políticos y la instauración de la democracia sin duda
ayudarán a pasar definitivamente la página de un pasa-
do que ha exacerbado las tensiones en la región de los
Balcanes. Estamos seguros de que esto alentará a todas

las partes a colaborar con el Tribunal Internacional pa-
ra la ex Yugoslavia.

En cuanto a los delitos de genocidio y los críme-
nes de lesa humanidad, hoy en día se admite general-
mente en el seno de la comunidad internacional que la
impunidad debe ser suprimida del léxico jurídico inter-
nacional. En este sentido, alentamos la iniciativa em-
prendida para aligerar los procedimientos de trabajo de
los Tribunales, que permitirá evitar los retrasos en el
pronunciamiento de las sentencias y, sobre todo, redu-
cir los costos de funcionamiento que, por lo demás,
están hipotecados debido a la escasez de medios finan-
cieros ante mandatos importantes y objetivos eminen-
temente primordiales para la paz y la seguridad en es-
tas regiones.

El Presidente (habla en inglés): Ahora formularé
una declaración como representante de mi país.

Los Países Bajos consideran que la evolución po-
lítica de Yugoslavia es alentadora. Estimamos que la
decisión del Gobierno de la República Federativa de
Yugoslavia de permitir que el Tribunal Penal Interna-
cional para la ex Yugoslavia vuelva a abrir su oficina
en Belgrado es un primer paso importante.

Los Países Bajos han participado activamente en
el Grupo de Trabajo oficioso del Consejo de Seguridad
que se estableció durante la Presidencia francesa para
examinar las propuestas del Tribunal para la ex Yu-
goslavia. Como Presidente actual, estamos trabajando
sobre una decisión del Consejo para enmendar el Esta-
tuto del Tribunal para la ex Yugoslavia y del Tribunal
Penal Internacional para Rwanda con el fin de que
pueda crearse una lista de los llamados magistrados
ad litem y puedan añadirse dos nuevos magistrados a la
Sala de Apelaciones. Nos sumamos a las numerosas
delegaciones que han manifestado la esperanza de que
el Consejo consiga adoptar una decisión sobre esta
cuestión durante la Presidencia actual de los Países
Bajos.

En cuanto al Tribunal Internacional para Rwanda,
a los Países Bajos les complace observar el progreso
conseguido por el Tribunal para acelerar sus procedi-
mientos. Animamos a la Presidenta a que prosiga sus
importantes esfuerzos destinados a reforzar aún más el
Tribunal. En este sentido, reconocemos que gran parte
de la labor se realiza en los documentos y en las salas
pero, no obstante, alentamos a la Presidenta a que utili-
ce plenamente las instalaciones judiciales y todos los
recursos asignados al Tribunal.
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Por último, quiero asegurar a los tres invitados a
esta reunión que los Países Bajos valoran profundamente
la función que están desempeñando como funcionarios
de instituciones que sirven como modelos o �si se me
permite utilizar un término utilizado por el Embajador
Levitte� como modelos de la Corte Penal Internacional.
La Corte Penal Internacional va cobrando impulso, y ello
se debe en gran medida a su labor pionera en el
desarrollo del derecho penal internacional.

Reanudo ahora mis funciones como Presidente
del Consejo.

Doy la palabra a la Sra. Del Ponte para que res-
ponda a las observaciones y preguntas.

Sra. Del Ponte (habla en francés): Seré muy bre-
ve porque creo que la única pregunta que tengo que
responder es la del representante del Canadá, a saber,
cuáles son los efectos del cambio de la situación en la
ex Yugoslavia. Confirmo la apertura de la oficina. En
los próximos días vamos a enviar personal. Ahora se
trata de volver a establecer la oficina, de encontrar
nuevos locales. En todo caso, nos alegramos mucho de
poder iniciar una nueva etapa de cooperación, una acti-
vidad en el terreno. Se trata, esencialmente y con gran
urgencia de tener acceso a los testigos y a las víctimas
serbias para realizar nuestras actividades de investiga-
ción. Hace ya más de 10 años que se lleva a cabo una
importante investigación que no hemos podido termi-
nar porque se nos ha negado el acceso a estas víctimas
serbias y no las hemos podido interrogar. Esa será una
de nuestras primeras actividades para poder finalmente
concluir esta investigación.

Como saben los miembros, también estamos rea-
lizando una investigación financiera que afecta los bie-
nes del Sr. Milosevic y de quienes han sido acusados
con él. También en este caso hemos trabajado mucho
fuera del territorio de la ex Yugoslavia. Ahora se trata
de obtener la cooperación en los lugares para demostrar
el origen exacto dentro del país de este dinero, que
ha sido bloqueado en distintas cuentas bancarias en el
extranjero.

Por último, pero igualmente importante, según
nuestras informaciones hay muchos acusados que están
refugiados en Serbia sobre los que pesan órdenes de
detención. Hasta hace poco tiempo ese era el territorio
de refugio para escapar a la detención. Tenemos la in-
tención de conversar con el Presidente Kostunica y con
las autoridades para obtener su cooperación en la de-
tención de estas personas y su traslado a La Haya.

Esto es lo principal. Sr. Presidente: Quiero dar las
gracias a usted y a los miembros del Consejo de Segu-
ridad por la atención que nos han dispensado. Somos
particularmente sensibles al interés y a la atención del
Consejo y asignamos una importancia especial a su
apoyo y al hecho de que siga nuestro trabajo y las li-
mitaciones con que funcionamos y nos pueda ayudar a
resolver los problemas que se presentan en el curso de
nuestra labor.

El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
a la Sra. Del Ponte por sus observaciones.

Doy ahora la palabra a la Magistrada Pillay para
que responda a las observaciones y preguntas de los
miembros del Consejo.

La Magistrada Pillay (habla en inglés): Todo
cuanto deseo hacer en este momento es agradecerles
sus palabras de apoyo. He tomado nota de las sugeren-
cias y las recomendaciones formuladas y las examina-
remos a fondo con los magistrados. Claro está que ha-
remos todo cuanto sea posible por ponerlas en práctica,
sobre todo las propuestas del Grupo de Expertos.

Sr. Presidente: Quiero asegurarle que los magis-
trados distan de sentirse satisfechos con este historial
de sólo siete condenas. Esperamos mejorar mucho en el
futuro, especialmente, ahora que vamos a iniciar el año
2001 con menos limitaciones y dificultades adminis-
trativas que en el pasado. También tenemos la inten-
ción de utilizar plenamente las instalaciones y los re-
cursos que en materia de tribunales nos han proporcio-
nado las Naciones Unidas.

El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
a la Magistrada Pillay por sus observaciones. Tiene
ahora la palabra el Magistrado Jorda.

El Magistrado Jorda (habla en francés): Yo
también seré breve dado lo avanzado de la hora y la
intensidad del debate organizado por usted. En primer
lugar, doy las gracias al Consejo por haber dedicado
tiempo a escuchar las intervenciones de la Magistrada
Pillay, la Fiscal Del Ponte y la mía. Les damos las gra-
cias de todo corazón.

Como primera observación deseo destacar el
acuerdo casi unánime existente en cuanto a la reforma
de los Tribunales, que propusimos en junio. El Grupo
de Trabajo propuesto por ustedes en el Consejo de
Seguridad ha trabajado mucho, y estamos profunda-
mente agradecidos. Sabemos que ya casi ha culminado
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su labor y que estamos muy próximos a alcanzar un
acuerdo, lo que podría ocurrir bajo su Presidencia.

Lo que puedo decir a los representantes que han
planteado algunas interrogantes es que todas nos pare-
cen de importancia, en particular las relacionadas con
la cuestión del tiempo, ya sea la preocupación respecto
de la jurisdicción temporal o del establecimiento de
plazos. En lo que respecta a la jurisdicción temporal,
consideramos que se trata de una cuestión eminente-
mente política y, sobre todo, que atañe al Consejo. Al
respecto, no hay nada que pueda decir, en particular
porque algún día estas cuestiones relativas a la juris-
dicción se presentarán ante los magistrados.

En lo relativo a la cuestión de los plazos, fui uno
de los primeros en decir que un Tribunal especial no
tenía la intención de perpetuar sus actividades por de-
cenas de años. Ahora bien, ¿es necesario que fijemos
una fecha de inmediato? Al Representante de la Fede-
ración de Rusia que formuló la pregunta le diría que
eso podría ser un poco prematuro. No tenemos idea al-
guna acerca de cuál será el ritmo de las detenciones.
Cuando hice las propuestas en junio, efectuábamos al-
rededor de una detención por mes, como acaba de re-
cordar la Sra. Del Ponte. Ahora estamos tratando de
efectuar un número mayor. No sabemos tampoco a qué
ritmo avanzarán las acusaciones. Quizás el Consejo
pueda encontrar alguna fórmula flexible que, al mismo
tiempo, mantenga el principio de que el Tribunal debe
tener plazo, pero repito que fijar una fecha nos parece
prematuro.

Una cuestión que considero muy importante es
que cualquier demora en la adopción de esta reforma
será perjudicial. Lo digo teniendo muy en cuenta lo di-
cho por el representante de la Federación de Rusia.
Creo que no podemos decir que es necesaria una fecha,
que es necesario un plazo, que es necesario que el Tri-
bunal termine sus trabajos cuanto antes y, al mismo
tiempo, poner en peligro la reforma, cuya justificación
han reconocido unánimemente todos los que se en-
cuentran sentados alrededor de esta mesa. De manera
que, de no adoptarse una decisión de inmediato, como
la que está al alcance de la mano, se atrasaría el proce-
so por casi un año entero, porque el ciclo presupuesta-
rio ya comenzó y va a llegar a su fin relativamente
pronto, en las próximas semanas. Por ello, en nombre
de mis colegas, en nombre de la Fiscal, exhorto al Con-
sejo a que, por lo menos, tome una decisión en lo que
se refiere a los magistrados ad litem y a los dos magis-
trados para completar la Sala de Apelaciones porque el

Consejo ha visto cuán productivo ha sido el trabajo de
esta Sala.

Tomé nota de otras dos cuestiones, una relativa a
las víctimas y la otra, a las indemnizaciones. En cuanto
a las víctimas, esperemos que no se malinterprete
nuestra respuesta. Si existen tribunales que se preocu-
pan por la suerte de las víctimas esos son el Tribunal
Penal Internacional para la ex Yugoslavia y el Tribunal
Penal Internacional para Rwanda. Es cierto que, en la
situación actual, es menester diseñar todo un sistema
nuevo si queremos que los magistrados que ya están
sobrecargados puedan responder a las solicitudes de
indemnización por daños y perjuicios y a las pruebas
presentadas al respecto.

Algo que nos interesa mucho es la participación
de las víctimas en el procedimiento. Este tema es ob-
jeto de un complejo debate, incluso entre los magistra-
dos, en cuanto a lo estipulado en los diferentes siste-
mas jurídicos de donde provienen, pero se trata de una
idea que debemos seguir examinando. Con respecto a
la indemnización, los magistrados son unánimes al de-
cir que cuando a una persona se le acusa o condena in-
justamente debe existir un sistema de compensación.

Tomé nota de la intervención del representante de
Ucrania, que hizo referencia a lo dicho por los repre-
sentantes de Túnez y, creo, de Namibia, respecto de la
distribución geográfica. Evidentemente, la distribución
geográfica será una de las cuestiones que el Presidente
del Tribunal deberá tomar en cuenta cuando constituya
el Tribunal. A todas luces, deberá asegurarse que
los miembros puedan juzgar los casos de conformidad
con los principios fundamentales que rigen nuestra
Organización.

Una vez más, quiero dar las gracias a todos los
representantes por su apoyo.

Quizás una última cuestión en lo relacionado con
la Corte Internacional de Justicia, nuestra hermana ma-
yor, que no olvido jamás que se trata de un órgano es-
tablecido en virtud de la Carta. Conozco muy bien al
Magistrado Guillaume, quien la preside, y se me hace
difícil imaginar que haya podido criticar la jurispru-
dencia del Tribunal. Cierto es que hay dos formas de
jurisdicción completamente diferentes, y que en rela-
ción con un caso determinado puede que adopten posi-
ciones que pudieran ser diferentes o complementarias.
En realidad, lo que plantea el Magistrado Guillaume es
un verdadero problema, y creo que el Consejo de Segu-
ridad tendrá que abordarlo en algún momento, a saber,
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la cuestión de la multiplicación de las organizaciones.
Quizás todos estemos buscando algún órgano normati-
vo que, de alguna forma, normalice los conceptos y las
ideas. Bien, aún no hemos llegado hasta ahí. Creo que
nos corresponde definir los conceptos que nos permiti-
rán hacer frente a la responsabilidad penal individual.
Así es como debemos ver las cosas por el momento.

Termino reiterándoles mi profundo reconoci-
miento y mi gran satisfacción por el consenso casi ge-
neral observado respecto de las reformas que propusi-
mos en junio. Sr. Presidente: Le pido que, como estará
a cargo del Consejo hasta finales de este mes, haga
todo lo posible para asegurar que se adopten medidas

de manera que podamos trabajar con las nuevas dispo-
siciones que se examinan y que los miembros del
Consejo han aprobado de forma casi unánime.

El Presidente (habla en inglés): Doy las gracias
al Magistrado Jorda por las aclaraciones que ha hecho.

No hay más oradores inscritos en mi lista.
El Consejo de Seguridad ha concluido así la presente
etapa del examen del tema que figura en el orden del
día.

El Consejo de Seguridad seguirá ocupándose de
la cuestión.

Se levanta la sesión a las 13.40 horas.


